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Abreviaturas 





	AAP
	Auto de Audiencia Provincial.



	ATC
	Auto del Tribunal Constitucional.



	ATS
	Auto del Tribunal Supremo.



	Cass.
	Sentencia de la Corte de Casación Italiana.



	CC
	Código Civil.



	CPC
	Código Procesal Civil Italiano.



	LEC 1881
	Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 promulgada por Real Decreto de 3 de febrero de 1881.



	LEC 2000
	Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero.



	LJCA
	Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.



	SAP
	Sentencia de la Audiencia Provincial.



	STC
	Sentencia del Tribunal Constitucional.



	STS
	Sentencia del Tribunal Supremo.









Introducción 



«Los procesos civiles persiguen la tutela de derechos e intereses legítimos de determinados sujetos jurídicos, a los que corresponde la iniciativa procesal y la configuración del objeto del proceso». Con estas palabras, la Exposición de Motivos de la Ley de Enjuiciamiento Civil 2000 adelanta aquello que será objeto de tratamiento en el Capítulo IV del Título I del Libro I. Dicho apartado supone el reconocimiento expreso, por vez primera en el ordenamiento procesal civil, del poder de disposición de las partes sobre el proceso y sobre las pretensiones y, en consonancia con ello, consagra la facultad de los litigantes de disponer del conflicto de índole privada que han sometido a la consideración del Tribunal a través de alguna de las fórmulas que vertebran la LEC.

Puesta en marcha la maquinaria estatal que constituye la Administración de Justicia, para disponer del derecho reclamado por el actor, o de la resistencia opuesta por el demandado o del proceso iniciado por el demandante, la LEC diseña unas modalidades de terminación anticipada del proceso que comparten un común denominador, cual es la finalización del conflicto en una fase previa a la de la sentencia. Con ese objetivo, la LEC 2000 consagra formas de conclusión del proceso distintas a la sentencia, con el fin de corregir los errores de técnica legislativa y vacío normativo que presentaba la LEC 1881 e incorporar renovadas modalidades de terminación que brinden cobertura a aquellas situaciones que, hasta el momento, carecían del cauce legal necesario para ser sustanciadas.

Este último es el caso de la satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto, prevista en el art. 22 LEC 2000, que durante la vigencia de la LEC 1881 no se encontraba prevista legalmente y exigía de los Tribunales creativas fórmulas para canalizar en el proceso el hecho sobrevenido que extingue el interés en la tutela judicial.

En concreto en el ámbito civil, y dado que la LEC 1881 no había previsto la eventual finalización del proceso debido a la satisfacción extraprocesal, los Tribunales civiles intentaban solventar los problemas que la invocación de dicho precepto conllevaba, reconduciendo las solicitudes de terminación anticipada hacia la figura del desistimiento o aplicando supletoriamente la LJCA de 1998 y, en su caso, la derogada de 1956. Estos textos procesales fueron los primeros en consagrar la figura de la satisfacción extraprocesal, dirigida a finalizar el proceso contencioso-administrativo cuando la Administración reconocía fuera del proceso la pretensión del recurrente.

Frente a esta realidad y lejos de mantenerse indiferente, el legislador de 2000 muestra su preocupación en articular los instrumentos necesarios para dar respuesta a las situaciones susceptibles de ser calificadas como carencia sobrevenida de objeto o satisfacción extraprocesal de la pretensión, e introduce en el art. 22 LEC una nueva forma de terminación del proceso que hace depender la finalización del mismo de la desaparición del legítimo interés en la tutela pretendida.

Tal y como diseña nuestra moderna LEC esta modalidad de terminación, la premisa esencial que informa el precepto es la subsistencia o desaparición del interés legítimo en la pretensión deducida, provocada tras la satisfacción extraprocesal, la carencia sobrevenida de objeto o cualesquier otro evento que tenga incidencia en el interés de las partes en la pretensión. Verificado dicho evento por el órgano judicial y confirmada la desaparición del interés de las partes, el Juzgador ha de pronunciar un auto de sobreseimiento que tendrá los efectos de una sentencia absolutoria en la instancia.

No se trata, como se verá, de poner fin al conflicto, sino de verificar su inexistencia, dejando constancia de la controversia y del evento sobrevenido que ha provocado la extinción del interés, evitando en consecuencia que el demandante pueda volver a proponer la misma pretensión contra el demandado. El hecho sobrevenido afecta a la dinámica del proceso en tanto en cuanto elimina la tensión entre defensa y resistencia.

Tras esta institución procesal se descubren los postulados de CHIOVENDA  (1) , quien se mostraba contrario a la insensibilidad del Derecho clásico frente a la entrada de hechos sobrevenidos en el proceso, y desde fórmulas realistas, proponía que en determinados casos, el Juez resuelva sobre la base de hechos posteriores a la demanda. Inspirado en este pensamiento, el art. 22 LEC y su correlato previsto en el art. 413, constituyen, pues, exponentes de un Derecho procesal moderno, que lejos de considerar el proceso como una estructura cerrada, permite tomar en consideración hechos que han provocado la desaparición del interés en la tutela pretendida, y emitir de esa forma una resolución que se ajuste a la realidad de los hechos.

Tratando de realizar un estudio clarificador y, al mismo tiempo, completo, de la institución, se ha partido de su diseño teórico con la finalidad de mostrar los principios que informan la terminación anticipada prevista en el art. 22 LEC: es un reflejo de la manifestación del poder de disposición de las partes pero igualmente resulta tributaria del interés público subyacente al proceso y del principio de economía procesal. En atención a esta especial configuración, la aparición del hecho nuevo provoca, por un lado, que decaiga la necesidad del Juez de resolver sobre la pretensión de tutela, y por otro, evita que se incoe otro proceso en el que se haga valer la eficacia extintiva del hecho sobrevenido, cuya duración supondría una inversión de trabajo de la Administración de Justicia y coste económico para las partes involucradas.

Si bien la terminación anticipada del proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto se encuentra prevista en la LEC, el objeto del estudio no se ciñe al ámbito del proceso civil. Como se ha dicho anteriormente, la satisfacción extraprocesal constituía una figura que venía siendo aplicada por los Tribunales del orden contencioso-administrativo, a la vista de su previsión en la LJCA, mientras que en el proceso social y el sustanciado ante el Tribunal Constitucional, se aplicaba supletoriamente la regulación que hasta el momento sólo contemplaba la LJCA. Por esta razón, he considerado conveniente, a la vista de la naturaleza común y por tanto supletoria de nuestra LEC, realizar un estudio de la incidencia de dicha modalidad de terminación en estos órdenes, de su configuración y de los efectos que provoca en los correspondientes procesos.

Tal y como el estudioso tendrá ocasión de comprobar en este trabajo, la LEC ha conseguido corregir alguno de los defectos que la satisfacción extraprocesal provoca en el orden contencioso-administrativo, y en lo sustancial, se ha conseguido superar la inseguridad jurídica que produce la posibilidad de que la Administración revoque o deje sin efecto el reconocimiento que desembocó en el archivo del proceso contencioso-administrativo, obligando de esta forma al recurrente a retomar un proceso judicial en el que, aparentemente, había resultado vencedor.

Lo cierto es que, tras estos años de vigencia de la LEC 2000 y junto a los resultados altamente positivos que arroja dicho texto, ha quedado patente igualmente la dificultad que supone instaurar una figura y tratar de contemplar todos los problemas que la práctica, siempre más rica y detallista que un texto legal, ocasiona. En ese sentido, no basta con instaurar una modalidad de terminación anticipada como la prevista en el art. 22 LEC, para que pueda entenderse que las nuevas reglas van a regir con toda su amplitud en el Derecho positivo. Y la tramitación del incidente de terminación anticipada por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida es un buen ejemplo de ello.

Con la finalidad de dar respuesta a todas y cada una de las preguntas que suscita esta especial modalidad de terminación anticipada del proceso, se ha realizado un análisis de conceptos generales que cobran relevancia y adquieren especial trascendencia cuando se trata de diseñar la dimensión exacta de esta forma de terminación: determinar la incidencia del hecho sobrevenido sobre el objeto procesal y delimitar las situaciones susceptibles de provocar la desaparición del interés, han sido una de las tareas primordiales del trabajo. También se consideró conveniente delinear, siquiera someramente, aquellas modalidades restantes que consagra nuestra LEC. Con ello resultarán evidentes las diferencias existentes entre las clásicas modalidades de terminación anticipada y la satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto, recién instaurada en la LEC 2000. Los rasgos distintivos permitirán observar las ventajas del nuevo modelo y, con ello, destacar sus especiales contornos en relación con el resto de modalidades de terminación del proceso.

Tras dedicar un capítulo a las premisas básicas y a los conceptos esenciales de esta institución, se pone el énfasis en todos y cada uno de los problemas que la aplicación práctica de la norma suscita, tratando, en cada caso, de exponer las posiciones que mantienen doctrina y jurisprudencia, de un lado, y proponiendo alternativas interpretativas que se ajusten al texto y espíritu de la LEC, del otro. Cuestiones polémicas tales como la iniciativa judicial para instar la terminación anticipada ex art. 22 LEC, los problemas derivados del litisconsorcio pasivo, la legitimidad del demandando para oponerse, las costas como motivo de oposición, son sólo algunos de los temas que se abordan en este trabajo.

Es en este ámbito en el que las aportaciones del Derecho comparado han permitido constatar que las dudas e interrogantes que provoca la implantación de una figura nueva en el ámbito procesal, no son exclusivas del ordenamiento español. Lo cierto es que en el Derecho comparado pueden hallarse ejemplos de debates y discusiones sobre aspectos muy similares a los tratados en nuestro entorno, tal y como sucedió con el estudio del ordenamiento procesal italiano y del alemán, que consagran figuras de perfiles muy similares a los de la terminación anticipada del proceso por carencia sobrevenida del interés.

Se ha preferido no tratar, en el marco del art. 22 LEC, la enervación del desahucio, que se encuentra regulada en el apartado 4.º. Su regulación en un mismo precepto ha conducido, en un primer momento, a pensar que se trataba de una especialidad de la carencia sobrevenida de objeto, pero lo cierto es que del tratamiento legislativo se aprecian diferencias sustanciales con la terminación anticipada objeto de estudio en este trabajo. Mientras en el supuesto de la extinción del interés, el cumplimiento de la prestación supone el agotamiento y el fin del proceso, en el caso de la enervación del las cantidades debidas por falta de pago, no constituye un supuesto de satisfacción de la pretensión del actor. Su configuración y especial naturaleza aconsejaban mantener cierta distancia de la enervación con el fin de prestar atención a la figura que, realmente, constituía una novedad en nuestra LEC, tal y como sucede con la terminación anticipada por desaparición del interés.

Con esta obra se intenta dar respuesta a las siguientes interrogantes: qué utilidad práctica entraña la continuación de un proceso sobre el que las partes han perdido su legítimo interés; qué sentido tiene invertir dinero, tiempo y actividad procesal en un asunto que carece de la pretendida tutela jurisdiccional. La terminación anticipada prevista en el art. 22 LEC solventa estas preguntas desde la óptica de la economía procesal y establece el mecanismo adecuado para evitar un proceso superfluo, antieconómico para el Estado y que sea fuente de gastos innecesarios para las partes y para el Juez.

Este estudio pretende, pues, solucionar estas dudas y las interrogantes que puedan plantearse cotidianamente al jurista que aborde esta forma de terminación del proceso, proporcionando una herramienta de trabajo útil a quien se aproxime al tema para encontrar las claves y coordenadas que, enmarcando jurídicamente el problema, le permitan aplicar a su caso soluciones válidas con carácter general. Por ello, el análisis realizado en esta obra servirá no sólo para los estudiosos y prácticos del ordenamiento procesal civil, sino igualmente para los del resto de órdenes que aplican también dicha modalidad de terminación.





	 (1) 

	Véase CHIOVENDA, G., Istituzioni di diritto processsuale civile, Casa Editrice Dott. Eugenio Jovene, Napoli, 1935, I, pág. 166.
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Cuestiones preliminares 



El ordenamiento jurídico español concibe a la autonomía privada como un principio general, cuya pieza angular está representada por el derecho al patrimonio y al negocio jurídico. En sintonía con dicho principio, el renovado ordenamiento procesal civil español, a diferencia del que regulaba la LEC 1881, plasma de manera expresa en el texto positivo de 2000 la facultad de disposición de las partes sobre el proceso y sobre las pretensiones  (1) , junto con el reconocimiento del principio de justicia rogada y la exigencia de congruencia de la sentencia  (2) .

Con arreglo a lo anterior y si se parte de que el fundamento del principio dispositivo no es otro que la disponibilidad jurídico material de los derechos subjetivos en conflicto  (3) , en el marco de un Estado de Derecho el individuo que reclame la actuación del derecho objetivo privado o la restauración del derecho subjetivo violado o desconocido puede acudir para su restauración a la tutela jurisdiccional  (4) . De modo que la incoación del proceso civil dependerá de la voluntad del titular del derecho subjetivo lesionado.

Así entendido, el principio dispositivo entraña tres manifestaciones sobre las que, en lo sustancial, existe práctica unanimidad en la doctrina: primero, la actividad jurisdiccional sólo puede iniciarse a petición de parte, puesto que nadie puede ser constreñido a impetrar su tutela jurisdiccional o a ejercitar su defensa ante los Tribunales; segundo, los órganos jurisdiccionales al satisfacer, por medio del proceso y de la sentencia, intereses privados, deben ser congruentes con la pretensión y las resistencias formuladas; y por último, las partes son dueñas también de la pretensión y del proceso mismo, pudiendo en cualquier momento del procedimiento poner fin a la actividad jurisdiccional  (5) .

La LEC de 2000 ha consagrado preceptos que muestran una clara inspiración dispositiva. Así, el art. 399.1 establece que «el juicio principiará por demanda»; con referencia a las medidas cautelares, el art. 721.2 indica que «las medidas cautelares previstas en este título no podrán en ningún caso ser acordadas de oficio»; y por último, en materia de ejecución, el art. 549 prescribe que «solo se despachará ejecución a petición de parte».

De acuerdo con este poder de disposición del que disfrutan y en tanto dueñas de la pretensión, si las partes deciden someter su controversia a los Tribunales con el fin de obtener una decisión que resuelva definitivamente el conflicto, habrán de formular alegaciones ante el Juez, depurar los obstáculos procesales, fijar el objeto procesal y acreditar sus pretensiones y resistencias en la fase probatoria, tras lo cual culminará el proceso con la resolución jurisdiccional que pronuncie el Tribunal.

Esta secuencia de actos que programa la Ley de Enjuiciamiento Civil se perfila en algunos preceptos, tales como el art. 202 en sus apartados 2 y 3 LEC, según los cuales el proceso concluirá mediante sentencia y, cuando se anticipe su conclusión ordinaria, la resolución revestirá la forma de auto; o en el art. 434 LEC, que, de conformidad con el esquema diseñado, dispone que el pronunciamiento de la sentencia será dentro de los 20 días siguientes a la terminación del juicio mientras que en el juicio verbal, tras dar por terminada la vista, el Tribunal dictará sentencia (art. 447 LEC).

Sabido es, sin embargo, que el pronunciamiento de la sentencia tras la celebración del juicio no constituye la única forma de finalización del proceso. La LEC contempla otras modalidades de terminación que se han denominado «anormales»  (6)  en oposición al proceso de tramitación ordinaria, en el que producido el debate contradictorio entre las partes, el Juez pronuncia una sentencia definitiva e irrevocable que pone fin al conflicto  (7) . Como se ha puesto de manifiesto por la doctrina, esta «anormalidad», que suele atribuirse a los modos de terminación del proceso distintos de la sentencia, no debe interpretarse, en ningún caso, como una falta de correspondencia con la ley  (8) , sino sólo como un signo distintivo respecto de la fórmula tradicional y «normal» de conclusión del proceso.

Estas modalidades de terminación anticipada, variadas y con escasos o nulos puntos de conexión entre sí, se recogen en el Capítulo IV del Título 1.º del Libro I.º, que, bajo el rótulo «Del poder de disposición de las partes sobre el proceso y sobre sus pretensiones», contempla cinco modalidades de finalización anticipada del proceso: renuncia, desistimiento, allanamiento, transacción, y satisfacción extraprocesal de la pretensión.

En estas formas de finalización del proceso, las partes, en tanto dueñas de la pretensión y tras provocar el inicio del mismo, deciden ponerle fin con anterioridad a la emisión de la sentencia  (9) . Este poder de disposición que ostentan las partes sobre el objeto litigioso se proyecta a lo largo del proceso y se extiende a la fase de recursos y al proceso de ejecución, pero deberá ajustarse a ciertas restricciones previstas en el art. 19.1 LEC, de suerte que —como se verá— no surtirán efectos los actos de disposición cuando la ley los prohíba o cuando establezca limitaciones por razón de interés general o en beneficio de terceros.

Los límites trazados obedecen a dos premisas relacionadas íntimamente: primero, las partes podrán disponer del objeto del proceso toda vez que son titulares del mismo; y segundo, sólo podrán ejercer este poder si concurre el carácter disponible en los derechos que constituyen ese objeto, de modo que no dispondrán de materias tales como la capacidad, filiación, matrimonio y menores, en tanto relaciones jurídicas que precisan de la constitución, modificación o extinción de situaciones que no pueden ser verificadas más que por obra o con intervención del órgano jurisdiccional, fuera por tanto, en lo sustancial, del ámbito de disposición de los particulares  (10) . En coherencia con lo anterior, no será materia disponible ni la acción penal pública que emana del delito o falta ni las acciones objeto de los procesos de capacidad, filiación, matrimonio y menores.

Este poder de disposición de las partes sobre el proceso y sobre las pretensiones, al que —según se ha mencionado ya— dedica el legislador un capítulo específico, contrasta con los importantes matices «sociales» introducidos por la LEC 2000, frente al tradicional proceso civil liberal de la LEC 1881.

En ese sentido, la concepción liberal del proceso se nutre de valores tales como el reconocimiento del derecho a la propiedad privada, la iniciativa económica de los particulares y la autonomía de la voluntad, y en consonancia con ello, la LEC 2000 amplía las potestades de disposición del objeto litigioso, dejando en manos de la voluntad de las partes lo que haya de ser objeto del proceso y su propia subsistencia  (11) . Frente a este marco jurídico, resulta digno de destacarse que, desde otra perspectiva distinta, este mismo texto procesal potencie las facultades de intervención judicial en el proceso civil.

Este otro enfoque responde al carácter Social del Estado de Derecho consagrado en el art. 1 de la Constitución, en virtud del cual la LEC confiere a los Jueces determinadas facultades para poder descubrir en el proceso la relación jurídico material debatida como complemento de la «verdad formal», suministrada exclusivamente por las propias partes  (12) . En íntima relación con la función pública de resolver los conflictos, que le asigna nuestro sistema procesal al Juez  (13) , se le atribuye cierta iniciativa en materia probatoria junto con el reconocimiento legal del principio de la buena fe procesal.

Esta convergencia de elementos que responden, en principio, a concepciones distintas del proceso, no debe ser estudiada en clave o lectura política, pues el legislador no tenía entre sus fines acomodar la LEC a un modelo determinado. Por el contrario, su objetivo primordial fue el de dotar al nuevo texto procesal de un desarrollo técnico superador de los defectos que la anterior norma y su práctica contenían  (14) .

Pero así como en la LEC pueden identificarse rasgos distintivos de las concepciones del proceso citadas, también alguna de las figuras que la LEC contempla como modalidades de terminación anticipada del proceso presentan rasgos particulares que no se ajustan plenamente con el principio dispositivo del que, en principio, son tributarias. Por esta razón se ha elegido como objeto de estudio del presente trabajo uno de los actos de disposición que por vez primera aparece regulado en nuestro ordenamiento en la LEC de 2000: la terminación del proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto, prevista en el art. 22 LEC. Como se apreciará en los siguientes capítulos, esta modalidad de terminación anticipada del proceso, que no responde únicamente al principio dispositivo, brinda solución legal a los casos en que, una vez ejercitado el derecho de acción, en un determinado estadio procesal, dejare de haber interés legítimo en obtener la tutela judicial pretendida, bien por cumplimiento voluntario del demandado o bien por cualesquier otra causa. Se trata del acaecimiento de circunstancias que convierten en innecesaria la continuación del procedimiento.
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	 Ver Texto 




	 (13) 

	En ese sentido, véase PICÓ I JUNOY, J. «El Derecho Procesal entre el garantismo y la eficacia: Un debate mal planteado», en Proceso Civil e Ideología (Montero Aroca Coord.), Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, págs. 110.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Véase ASENCIO MELLADO, J. M., Derecho Procesal Civil I, cit., pág. 17.


	 Ver Texto 








El poder de disposición de las partes: las modalidades de terminación anticipada contempladas en la LEC 



A diferencia de la LEC 1881, nuestra moderna LEC dedica una regulación específica a las distintas formas de terminación anticipada del proceso. Su intención, sin duda loable, ha dado como resultado un capítulo que, sin embargo, ha sido mayoritariamente criticado por su falta de sistemática  (1) .

Según el orden que diseña el Capítulo IV, del Título y Libro Primero, dedicado al poder de disposición de las partes, el art. 19 reconoce el derecho de los litigantes a disponer del objeto del juicio con el fin de renunciar, desistir, allanarse, transigir o someterse al arbitraje; el art. 20 regula el desistimiento y la renuncia; el art. 21 regula el allanamiento, y el 22 la terminación anticipada del proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida del objeto.

Del orden y contenido que sigue el referido capítulo se advierte que el art. 19, dedicado a enumerar los actos de finalización anticipada del proceso, no incluye a la satisfacción extraprocesal ex art. 22 y, sin embargo, dicho precepto sí contempla el arbitraje que, si bien constituye una manifestación del principio dispositivo en ejercicio del derecho de acción, no puede asimilarse a los medios de finalización anormal del procedimiento  (2) . Ese mismo artículo 19 se dedica al poder de disposición sobre el objeto del juicio y, paradójicamente, en su redacción se contempla el desistimiento, concebido como la declaración unilateral del actor por la que tiene por abandonado el proceso, sin renuncia a la acción y, por consiguiente, del derecho  (3) . Otro aspecto que también suscita interrogantes es el tratamiento que el art. 19 da a la suspensión del proceso que, en rigor y aun cuando resulte una manifestación del principio de disposición de las partes  (4) , no ocasiona la finalización del proceso sino únicamente su paralización temporal  (5) .

Resulta inconveniente, asimismo, que el art. 19.1 LEC, cuyo rótulo es el «Derecho de disposición de los litigantes», y cuyo ámbito de aplicación parece alcanzar a todos los modos de terminación, determine las tres restricciones a las facultades de disposición —supuestos en los que lo prohíba la ley, razones de interés general o beneficio de un tercero— y, sin embargo, sean posteriormente reiteradas en el art. 20.1 para la renuncia y en el 21.1 para el allanamiento y no así para el resto de formas de terminación.

Al margen de la opción del legislador por tratar de manera conjunta los supuestos de terminación anticipada del proceso con el arbitraje y la suspensión, en este estudio serán tratadas única y exclusivamente las modalidades que constituyen esencialmente una forma de finalización anticipada, como sucede con la transacción, la renuncia, el desistimiento, el allanamiento y la satisfacción extraprocesal.

El núcleo central del presente estudio será la terminación anticipada del proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto, ello no obstante, considero preciso delinear, siquiera someramente, cuáles son las modalidades restantes que consagra nuestra LEC. Con ello resultarán patentes las diferencias existentes entre las clásicas modalidades de terminación anticipada y la satisfacción extraprocesal, recién instaurada en la LEC 2000. Los rasgos distintivos permitirán observar las ventajas del nuevo modelo y, con ello, destacar sus especiales contornos en relación con el resto de figuras  (6) .

A continuación se tratarán de forma sintética las distintas modalidades de terminación anticipada con especial hincapié en tres cuestiones básicas: su concepto y características, cuestiones relacionadas con su tramitación y las reglas en materia de costas que prevé cada modalidad. Finalmente, se realizará una breve aproximación a la terminación por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto, que será desarrollada en profundidad en los siguientes tres capítulos.

2.1.  La transacción judicial

2.1.1.  Concepto y características

La «transacción judicial» es objeto de regulación en los arts. 19.2 y 19.3 LEC, como una modalidad del contrato civil de transacción, prevista en el Código Civil, en virtud de la cual las partes, dando, prometiendo o reteniendo cada una alguna cosa, ponen término al proceso que habían comenzado, de conformidad con el art. 1809 y ss., que establecen los perfiles de lo que es un negocio jurídico celebrado entre partes que componen el conflicto, haciendo innecesaria una resolución judicial que conozca del fondo del asunto  (7) .

Con ese objetivo, la LEC dedica el art. 19.2 a la transacción que pone término al proceso, y que ha de ser reconocida por el Tribunal como una suerte de negocio jurídico procesal que tiene por objeto finalizar el pleito ya instaurado. Puede suceder que la transacción se produzca ante el Juez o que sea realizada sin su presencia o con la de un Notario, y en ese caso, ha de ser presentada al Tribunal para su homologación.

Cuando de la transacción judicial se trata, los sujetos enfrentados al iniciar el proceso y que ocupaban las posiciones de demandante y demandado, pasarán a convertirse en virtud del acuerdo, en partes de la transacción y como tal deberán cumplir con los requisitos subjetivos que habrán también acreditado al inicio del proceso, tales como, la capacidad para ser parte y la procesal. Dado que las partes requieren de capacidad suficiente para celebrar un negocio jurídico, si una de las partes fuese representante legal del menor o incapacitado, se le exigirá autorización judicial cuando la transacción afecte a determinados bienes (arts. 166 y 1810 CC).

También en relación con la capacidad, pero esta vez con la capacidad de postulación, se requiere que sean las partes y sólo ellas quienes puedan disponer del proceso de modo que, si no realizan personalmente dicho acto ante el Juez, será el Procurador quien, en su nombre lo hará, para lo cual precisará de un poder especial o de la ratificación apud acta.

Al cumplimiento de los presupuestos de capacidad, se suman las restricciones relacionadas con el objeto de la transacción. La primera de ellas impide que lo convenido sea contrario a la ley o al orden público y, la segunda, permite establecer límites a dicha voluntad por razones de interés general o en beneficio de un tercero, tal y como prescriben los arts. 1255 y 1810 a 1814 del Código Civil. A las anteriores reglas se suman materias concretas que pueden o no ser objeto de una transacción procesal judicial, tal y como sucede con el art. 1813 CC, en virtud del cual se puede transigir sobre la acción civil derivada del hecho delictivo, y el art. 751 LEC que establece la imposibilidad de transigir en los procesos no dispositivos sobre capacidad, filiación y matrimonio, salvo en materias que, relacionadas con esos procesos, tienen un ámbito de disposición específico, como las pensiones alimenticias ya vencidas.

Ahora bien, cuando el objeto del proceso resulte divisible y concurra un litisconsorcio, no existirá obstáculo alguno en que finalice el proceso para los que hayan suscrito la transacción, sin que tal circunstancia afecte al resto que continuarán la discusión en el proceso  (8) .

Todo lo anterior significa que la celebración de una transacción entre las partes no supone la automática conclusión del proceso, dado que dicho acuerdo requiere ser puesto en conocimiento del Juez quien comprobará, de un lado, que no concurren eventuales vicios  (9)  y, de otro, que el objeto del juicio coincide con el de la transacción, puesto que, en caso contrario, el acuerdo no incidirá en la solución del conflicto  (10) . Por todo lo anterior, la validez y eficacia de lo convenido por las partes queda siempre subordinada a la efectiva homologación del Juez, tras lo cual, finalizará el proceso  (11) .

2.1.2.  Procedimiento

De la redacción del art. 19 LEC, se infiere que las partes pueden llegar a un acuerdo y solicitar la transacción judicial en cualquier estadio del procedimiento, tanto en la primera instancia, cuanto en las fases de impugnación y ejecución. El dies a quo coincidirá con el de la interposición de la demanda, si después es admitida (art. 410 LEC), esto es, con el de la litispendencia; mientras que el dies ad quem, según la jurisprudencia será, durante la fase declarativa, el momento último en que el proceso no cuente con el señalamiento para la deliberación y fallo o la citación para sentencia  (12) .

Esta plena libertad de la que gozan las partes del proceso para alcanzar un acuerdo, contrasta con la posibilidad, que concede la LEC al Juez para provocar entre las partes un convenio. El Juez «de oficio» tan sólo puede instar la conciliación intraprocesal dentro de la primera instancia del proceso declarativo y, en concreto, en la comparecencia previa (art. 415 LEC). En esta audiencia existen en realidad dos intentos de conciliación: el primero, al inicio de la audiencia y el segundo, a su término. La primera de ellas, regulada por el art. 415 es preceptiva, pero posee un marcado carácter pasivo, por cuanto es el Tribunal quien ha de preguntar a las partes acerca de la existencia o no de un acuerdo entre ellas. La segunda, ubicada al término de la comparecencia previa y regulada por el art. 428.2, posee un carácter potestativo (ya que el Tribunal es dueño de suscitarla o no)  (13) , pero, al propio tiempo, si el Juez decide practicarla, es más activa, en la medida en que debe el Juez «exhortar» a las partes a la obtención del acuerdo  (14) . En cualesquiera de los intentos, si las partes manifestaran su voluntad de llegar a un acuerdo, el Juez examinará de oficio su capacidad, legitimación y naturaleza disponible de su objeto.

Bien se trate de la iniciativa del Juez o responda a la instancia de las partes, cualesquier acuerdo al que lleguen ha de ser homologado judicialmente para que así, surta los efectos previstos en la LEC. Formalmente, su presentación al Tribunal no tendrá que ser realizada de forma conjunta por las partes litigantes, sino que cualquiera de ellas puede pedir su incorporación y homologación  (15) .

Realizado dicho trámite, el art. 415.2 LEC establece que el acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley a la transacción judicial y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos para la ejecución de las Sentencias y convenios judicialmente aprobados. En consonancia con ello, el art. 517.3 LEC confiere a los acuerdos judicialmente homologados el carácter de títulos de ejecución, y su cumplimiento puede hacerse efectivo en vía ejecutiva y en ella el ejecutado sólo podrá fundar su oposición en las causas legalmente previstas (art. 556 LEC).

No parece que haya que descartarse el hecho de que las partes decidan finalizar el proceso gracias al acuerdo adoptado en segunda instancia o durante la tramitación del recurso de casación  (16) , porque, no siendo firme la sentencia, el litigio subsiste y la transacción, a diferencia del allanamiento y la renuncia, no condiciona el sentido de la sentencia  (17) . Cuando tras la interposición de un recurso las partes llegasen a un acuerdo y fuera éste homologado por el Tribunal, se considerará que implícitamente se han desistido del recurso  (18) . Ello no obstante, el desistimiento puede hacerse constar de forma expresa en el acuerdo  (19) .

La resolución judicial que aprueba la transacción con la correspondiente finalización del proceso tendrá la forma de auto y no de sentencia. Lo anterior no significa en modo alguna que no tenga eficacia ejecutiva como expresamente se encarga de precisar el art. 517.2.3 LEC al determinar los títulos que llevan aparejada la ejecución  (20) .

Sabido es, sin embargo, que una cosa es que el acuerdo transaccional sea considerado un título ejecutivo y otra, y muy distinta, que produzca plenos efectos de cosa juzgada  (21) . Y lo cierto es que lo convenido en una transacción judicial no goza de la totalidad de los efectos de la cosa juzgada, toda vez que los arts. 1817-1819 CC facultan a rescindir lo convenido en la transacción cuando hubiera ocurrido error, dolo, violencia, falsedad de documentos (art. 1817), ocultación maliciosa de los mismos (art. 1818) y cosa juzgada (art. 1819); en tales casos habrá que ejercitar la acción de nulidad de dicho contrato a través del proceso declarativo correspondiente  (22) .

2.1.3.  Costas

En materia de imposición de costas, ni el art. 19 LEC, dedicado a la transacción judicial, ni el art. 394 LEC, que fija los criterios para la imposición de las mismas, establecen una expresa referencia a la condena en costas en supuestos de transacción. Ante la ausencia de normativa legal aplicable debe entenderse que la materia relativa a la imposición de costas en supuestos de transacción judicial será, igualmente, transaccional, de forma que, si las partes llegan a un acuerdo sobre el fondo del proceso y sobre las costas, el Juez aceptará dicho acuerdo y, siempre y cuando se cumplan los requisitos del art. 19 LEC, pondrá fin al proceso ex art. 428 LEC.

Si las partes no han llegado a un acuerdo sobre las costas, el Juez, ante la inexistencia de una regulación específica, habrá de aplicar el criterio del vencimiento que se fundamenta en la idea de que en última instancia y salvo determinadas excepciones, cabe considerar al vencido en juicio como causante del proceso. Sin embargo, dado que la transacción se fundamenta en una previa negociación inter partes con el fin de poner solución «amistosa» o «pactada» a una controversia jurídica, la aplicación de esta figura del vencimiento daría como resultado más racional la no imposición de costas. De acuerdo con ello cada litigante pagará las costas causadas a su instancia y las comunes, por mitad. Esta solución habrá de constar específicamente en el auto judicial que «constata» el fin del proceso  (23) .

2.2.  La renuncia

2.2.1.  Concepto y características

Puede conceptuarse la renuncia como un acto unilateral del demandante por el que decide abandonar su derecho subjetivo y, por tanto, la pretensión, provocando la finalización anormal del proceso mediante la emisión de una resolución jurisdiccional que ha de gozar de todos los efectos de la cosa juzgada  (24) . Se trata de la aplicación del principio de libre renunciabilidad, consagrado en el art. 6.2 CC, cuya vigencia puede también ser invocada en el ámbito del proceso civil.

Un primer rasgo característico de la renuncia es su configuración como acto de parte, de carácter esencialmente unilateral. En segundo lugar y respecto de la resolución judicial que pone fin al proceso, ésta goza de los efectos materiales de la cosa juzgada, por cuanto supone la declaración jurisdiccional de la extinción, tanto del derecho subjetivo, cuanto de la pretensión, razón por la cual no será posible volver a reproducir el litigio aun cuando el proceso no se haya desarrollado de forma contradictoria.

En consonancia, pues, con el carácter unilateral de la renuncia que se acaba de destacar, la LEC no ha previsto dar traslado de la misma a la parte demandada pues la decisión afecta únicamente al demandante. Cierto es que la renuncia supone, en teoría, un perjuicio para el demandante, sin embargo, no es menos cierto que en determinados supuestos sería conveniente conceder audiencia al demandado cuando, de lo que se trata es de descubrir si la renuncia vulnera una prohibición legal o afecta el interés general o un tercero  (25) .

Uno de los asuntos objeto de discusión, cuando de la renuncia se trata, ha sido determinar el alcance de la misma, cuestión sobre la que no existe una lectura uniforme en la doctrina. El núcleo de discusión reside en la referencia que realiza el art. 20.1 a la «renuncia a la acción» que, en opinión de cierto sector doctrinal, responde a la orientación doctrinal conforme a la cual su objeto es la acción entendida como derecho concreto, esto es, como derecho a obtener una sentencia de contenido determinado y favorable al que lo ejercita  (26) . Como es sabido, la teoría concreta explica las relaciones entre el derecho material y el proceso y supone la existencia de un derecho a obtener, concurriendo determinadas circunstancias, una sentencia de contenido favorable, y de ahí se deduce que el art. 20 LEC haga alusión a la renuncia a la acción  (27) . Por su parte, y desde la tesis que defiende la teoría abstracta, aun cuando el art. 20.1 LEC contemple la renuncia a la acción, desde una concepción abstracta de dicho derecho fundamental, se trataría de un acto nulo, pues nadie puede renunciar a su derecho a acudir a los Tribunales. Por esta razón, entiendo que la renuncia como medio de finalización del proceso, tiene por objeto solamente la disposición del derecho subjetivo material que fundamenta la pretensión  (28) .

Al tratarse del sacrificio voluntario de un derecho subjetivo, la renuncia presupone la concurrencia de ciertos requisitos, tales como ser un acto personal, claro, concluyente e inequívoco, consciente, expreso y sin condicionamiento alguno. Ha de formularse mediante Procurador con poder especial o mediante ratificación apud acta; y deberá formalizarse mediante un escrito ad hoc, presentado al Tribunal por el propio demandante o por su Procurador  (29) .

Al tratarse, pues, de una declaración de voluntad, la renuncia precisa de la concurrencia de una serie de exigencias que dependen de la capacidad procesal del actor, de modo que, si se trata del representante legal, necesitará de autorización judicial (art. 166 CC para los padres y 271.3 CC para los tutores); si se trata del representante voluntario, necesita de mandato expreso del representado (art. 1713 II CC); y si se trata de persona jurídica, necesita manifestación de la voluntad de renuncia de la misma.

2.2.2.  Procedimiento

Si la renuncia cumple con los requisitos antes anotados y es legalmente admisible, se traducirá en una sentencia que absolverá en el fondo al demandado en cuanto desestima la pretensión.

La renuncia podrá ser total o parcial, y ello condicionará la extensión de la resolución judicial que ha de poner fin al asunto. Téngase presente que en los supuestos de renuncia parcial de pretensiones, el procedimiento continuará para aquellas pretensiones que no hayan sido objeto de la declaración del actor, mientras que en la renuncia total o absoluta el proceso habrá concluido mediante una sentencia que absuelve al demandado de todas y cada una de las pretensiones interpuestas por el actor.

La renuncia podrá ser parcial cuando recaiga sobre pretensiones cuya conexión es subjetiva o cuando no exista conexión objetiva entre ellas y la resolución de alguna no suponga la prejudicialidad de las restantes. Así, cuando se trate de una acumulación eventual de pretensiones, la renuncia que afecte a una de las pretensiones no supone la finalización del proceso respecto de las restantes; ello no obstante, cuando sea una acumulación accesoria, la renuncia a la pretensión base o principal equivale a una renuncia total, toda vez que carece de sentido pronunciarse sobre las pretensiones subordinadas. Distintos serán los efectos que provoque la renuncia a una pretensión subordinada, en tanto en cuanto deberá continuar el proceso para resolver la pretensión principal  (30) .

Mayores son, sin embargo, los problemas que plantea la renuncia parcial cuando se trata de una única pretensión, pues tendría que tratarse de una pretensión susceptible de cuantificarse, de suerte que, la renuncia suponga una reducción de la cantidad inicialmente reclamada y una modificación de los términos de la congruencia en la sentencia definitiva sobre el fondo.

Una cuestión controvertida, cuando de la tramitación de la renuncia se trata, es el momento procesal en el que puede ser planteada. En un primer momento del análisis y a la vista de la redacción de la LEC, no habría inconveniente alguno en invocar el genérico art. 19.3 y afirmar que, según su «naturaleza», podrá realizarse en cualquier momento de la primera instancia, de los recursos o de la fase de ejecución  (31) . Esta afirmación, sin embargo, requiere de reflexión y de ciertas precisiones que guardan relación con la «naturaleza» de la renuncia cuando de la fase de impugnación o ejecución se trate.

Considero pues que planteada la renuncia durante la fase de impugnación, el efecto de la misma dependerá de la parte que ocupa el actor en el recurso, de modo que, si se trata del actor-apelado, la renuncia que pueda interponer en segunda instancia provocará que el Tribunal dicte una nueva sentencia sobre el fondo dando efectividad a la renuncia. Distinto será el efecto que provocará la renuncia que pueda formular el actor-apelante, que provocará en este caso que las consecuencias sean las mismas que declarar firme la sentencia de instancia  (32) .

En la fase de ejecución, a lo único que el ejecutante podrá renunciar es a seguir adelante con el proceso pero no a su derecho material ya declarado por la resolución firme objeto de ejecución. Tal conclusión se desprende de la literalidad del art. 20.1 que hilvana a la renuncia el efecto de provocar la emisión de una sentencia «absolviendo al demandado», y no de una resolución que ponga fin al proceso de ejecución  (33) .

Finalmente, cabe realizar una breve aproximación al contenido de la sentencia que pone fin al proceso tras la renuncia. En tanto en cuanto constituye una declaración, unilateral, en virtud de la cual el actor abandona su derecho subjetivo, será precisamente esta declaración de voluntad la que resulta relevante a los efectos del pronunciamiento judicial y, por el contrario, carece de importancia que el actor en su declaración haya incluido las razones o sustentado los motivos que conducen a la renuncia  (34) . El contenido, pues, de la sentencia absolutoria no podrá tampoco hacer referencia a hechos sobre los que puede o no haber recaído actividad probatoria, toda vez que su decisión no responde al resultado del debate contradictorio mantenido entre las partes, sino a la voluntad y acto de disposición promovido por el actor  (35) .

Por todo lo anterior, la sentencia dictada tras la renuncia plasmará la manifestación de voluntad formulada por el actor abandonando su pretensión y el derecho en que la misma se fundamente.

2.2.3.  Costas

En materia de costas, el art. 20 dedicado a regular la renuncia del actor no contempla disposición alguna en materia de costas, de modo que, se entiende que serán de aplicación las normas generales previstas en el art. 394 LEC. Según dicho precepto se impondrán las costas a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, regla que corresponde, al criterio objetivo o del vencimiento. Aplicado a la renuncia, se impondrán las costas al actor quien tras su declaración ha provocado la desestimación de sus pretensiones y correrá, en consecuencia, con las costas ocasionadas como consecuencia del proceso que instauró.

No parece que, en el caso de la renuncia, pueda el Juez apreciar «serias dudas de hecho y de derecho», a los efectos de no imponer las costas. Entiendo que el Juez carece de cualquier margen de maniobra para pronunciarse sobre la pretensión objeto de renuncia  (36) .

2.3.  El desistimiento

2.3.1.  Concepto y características

El desistimiento es un acto de parte promovido por el actor, tal y como sucedía con la renuncia, pero con el objeto de abandonar el ejercicio de la pretensión y, por tanto, del procedimiento, sin que tal petición suponga una disposición del derecho subjetivo material que permanece intacto. No se trata de poner fin al proceso dejando resuelta la controversia entre las partes, sino de finalizar el proceso, por auto y sin una decisión de fondo  (37) . El desistimiento, a diferencia de la renuncia, deja imprejuzgada la cuestión controvertida, ya que no impide promover un nuevo juicio sobre el mismo objeto  (38) .

Distinta resulta también su tramitación, pues las disposiciones que regulan el desistimiento exigen oír al demandado antes de resolver sobre la instancia del actor, salvo cuando el desistimiento se proponga en un momento inicial del procedimiento, en concreto, antes de su emplazamiento. En este caso, si el demandado ha sido emplazado para contestar a la demanda o citado para la vista en el caso del juicio verbal, será necesario concederle la posibilidad de oponerse al desistimiento formulado por el actor, mantener silencio o consentir expresamente el mismo. Si prestare su conformidad a dicha solicitud o no se opusiere a ella en el plazo de 10 días, el Juez dictará un auto de sobreseimiento; si, por el contrario, se opone, resolverá lo que estime oportuno, atendiendo a la existencia o inexistencia del interés legítimo del demandado  (39) . Ello supone que de comprobar el Juez que el desistimiento ocasiona al demandado indefensión o cualesquier lesión de índole constitucional  (40) , resolverá por la continuación del mismo hasta la sentencia.

Decaerá la exigencia de oír al demandado cuando el desistimiento se formule en una fase inicial del procedimiento, en concreto, cuando el demandando no haya sido emplazado para contestar a la demanda o citado para juicio, en el caso del juicio verbal, o en los casos en que se encuentre en rebeldía.

Con esta tramitación, en virtud de la cual debe el Juez dar traslado de la solicitud de desistimiento al demandado, el legislador intenta protegerlo de los efectos de la difamatio iuditialis y de la incertidumbre sobre el conflicto. En el primer caso, le otorga la posibilidad de solicitar la continuación del proceso a fin de obtener una sentencia de fondo que podría absolverlo de las pretensión del actor y, en el segundo, la de poner fin al estado de incertidumbre sobre las relaciones jurídicas  (41)  cuando alega un interés legítimo en que se dicte sentencia sobre el fondo. Según la jurisprudencia menor y a título ilustrativo, no existirá legítimo interés cuando el demandado se oponga al desistimiento tras haber deducido excepciones procesales en las que solicita el sobreseimiento de las actuaciones  (42) .

Pese a la necesidad de recabar la opinión del demandado en relación con el desistimiento del actor, debe tenerse presente que, la oportunidad procesal de formular alegaciones en torno al desistimiento, no altera la naturaleza del acto de voluntad que continúa siendo una manifestación unilateral a cargo del actor  (43) . La aceptación de la parte contraria será una condición para que el desistimiento produzca sus efectos normales, pero no para que exista válidamente  (44) .

Esta declaración de voluntad deberá cumplir con determinados requisitos de validez, como el poder especial, tal y como exige el art. 25.2.1 LEC, o bien que se ratifique la parte en la petición de su procurador. Puede ser realizada por escrito o de forma oral, en este último caso, cuando se realice en el curso de la audiencia previa o del juicio  (45) .

Por su naturaleza, el desistimiento es susceptible de ser deducido en todo tipo de procesos, puesto que no se ve condicionado, en cuanto a su objeto, a la disponibilidad o indisponibilidad del mismo. En el desistimiento, la pretensión resta imprejuzgada debido al abandono del proceso que voluntariamente fue puesto en marcha, de modo que carecen de sentido las restricciones que operan en la transacción o en la renuncia. Piénsese que el art. 751 LEC brinda eficacia al desistimiento en los procesos sobre capacidad, filiación y matrimonio, siempre y cuando se cuente con la conformidad del Ministerio Fiscal y, no se requiere de dicha conformidad en los procesos de prodigalidad, filiación, paternidad y maternidad, siempre que no existan menores, incapacitados o ausentes interesados en el procedimiento. Tampoco en los de nulidad matrimonial por minoría de edad, cuando el cónyuge que contrajo matrimonio siendo menor, alcanza la mayoría de edad; ni en los procesos de nulidad matrimonial por error, coacción o miedo grave; y tampoco en los procesos de separación y divorcio.

2.3.2.  Procedimiento

El desistimiento puede ser deducido en cualquier estadio del procedimiento, con anterioridad al momento de la emisión de la sentencia y en cualesquier proceso. Ahora bien, cuando se trata del desistimiento en la instancia, el momento preclusivo será el inmediato anterior a la firma de la sentencia misma, y ello por cuanto éste no pretende determinar su contenido  (46) . Y es que, como ha precisado la jurisprudencia, la sentencia surte efectos desde el día que es firmada y no desde que se notifica a las partes  (47) .

Existe una interpretación —ciertamente literal— del art. 20 LEC, de cuyo tenor se deduce que el desistimiento tiene lugar solo en la primera instancia, debido a que del precepto se desprenden las expresiones «demandado sea emplazado para contestar», «citado para juicio», frases que cobrarían sólo sentido, en principio, en la fase declarativa. De la literalidad del precepto, sin embargo, no cabe deducir que el desistimiento no surta efectos en un momento distinto al de la fase declarativa, piénsese, a título ilustrativo, en el proceso de ejecución, en el que nada impide que el ejecutante pueda reproducir de nuevo su acción ejecutiva, siempre dentro de los plazos máximos de caducidad previstos en las leyes  (48) .

Ello no obstante, no es posible desconocer que en determinadas fases del proceso el desistimiento no presentará ni los mismos presupuestos ni producirá los mismos efectos que el desistimiento en la instancia  (49) . El desistimiento del recurrente produce, como consecuencia, la firmeza de la resolución recurrida  (50) , un efecto evidentemente singular y distinto del desistimiento de la instancia  (51) , al que debe añadirse otro, cual es la ausencia del consentimiento de la parte contraria. Para concluir con las diferencias entre el desistimiento en la instancia y el del recurso, cabe hacer hincapié en el hecho de que, dependiendo de quien formule el desistimiento del recurso, en determinados casos acaba provocando los mismos efectos que si la parte hubiese formulado la renuncia a su derecho  (52) .

Por tal razón, cuando se trata del desistimiento de los recursos habrá que aplicar la regulación específica prevista en el art. 450 que diseña, con perfiles propios, las singularidades de dicho desistimiento  (53)  pues, como advierte DE LA OLIVA, quien desiste en la segunda instancia no expresa una voluntad de que el proceso termine sin sentencia sobre el fondo, sino que, por el contrario, expresa su intención de no impugnar la resolución recurrida  (54) . Además, el desistimiento en primera instancia se configura como un acto del demandante, mientras que el desistimiento del recurso corresponde al recurrente, que puede ser el actor, pero también puede ser el demandado.

Sentado el efecto que provoca el desistimiento en la segunda instancia o en recursos ulteriores, conviene detenerse en la posibilidad de admitir o no el desistimiento parcial. Desde un punto de vista objetivo, el desistimiento parcial, entendido como la voluntad del actor de abandonar alguna de sus pretensiones supone una modificación por reducción del objeto del proceso  (55) . Desde una perspectiva subjetiva, el desistimiento de uno solo de los varios demandantes o la conformidad de un solo litisconsorte pasivo no surten ningún efecto, pues se precisa que todos los demandantes estén conformes en desistir y, de ser varios los demandados, todos ellos, en su caso, habrán de mostrar su voluntad de consentir dicho desistimiento  (56) .

Otra figura que requiere ser tratada, cuando se aborda esta modalidad de terminación anticipada, es el desistimiento «tácito» previsto en los supuestos en los que la norma procesal anuda los efectos del desistimiento a una conducta pasiva de las partes, tal y como sucede cuando el demandante o su Abogado no concurren a la comparecencia previa o a la vista del verbal, y dicha ausencia equivale a tenerlos por desistidos. Es el caso de la inasistencia del demandante a la vista 442.1 LEC, la muerte del demandante e incomparecencia de sus sucesores, previsto en el art. 16.3 LEC, o de la caducidad de la instancia art. 240.2 LEC.

Como se tuvo ocasión de poner de manifiesto, si el desistimiento es formulado antes de que el demandado sea «emplazado» para contestar a la demanda o citado para el juicio o vista, el Tribunal sobresee el proceso. Cuando es posterior al referido emplazamiento, debe dársele traslado por el plazo de 10 días y, aunque la ley no lo diga expresamente, su tramitación provoca la suspensión del procedimiento  (57) .

En relación con la utilización del término «emplazado» que realiza el art. 20.3 LEC, se ha puesto el acento en no realizar una interpretación literal de dicho precepto cuando es invocado en el marco de un juicio verbal, puesto que en dicho proceso, como es sabido, el demandado es citado al acto del juicio y la interpretación literal antes anotada frustraría la finalidad pretendida con la regulación del desistimiento cuando se aplica a esta clase de juicios. Téngase presente que el hecho de que en los juicios verbales tenga lugar el acto de la vista sin un previo emplazamiento específico, anularía la posibilidad de recabar la opinión del demandando en torno al desistimiento, convirtiendo así la voluntad del actor en suficiente y necesaria para poner fin a estos procesos, siempre que se formulara antes de la comparecencia del demandado al acto de la vista  (58) . Por lo tanto, la utilización del término «emplazamiento» por el art. 20.3 LEC debe entenderse, en el marco del juicio verbal, como citación al juicio, y el desistimiento realizado con posterioridad a la notificación de la citación, debe ser puesto en conocimiento del demandado.

Una vez que se da traslado al demandado del escrito de desistimiento, éste podrá adoptar tres posiciones diferentes que, como se apreciará, llevan aparejadas consecuencias jurídicas distintas. Así puede suceder que el demandado manifieste su acuerdo, se oponga o, en último caso, que mantenga silencio respecto a la petición del demandante. Si presta su acuerdo o guarda silencio, el Juez ha de acordar mediante auto de sobreseimiento la finalización del procedimiento con reserva al actor de su derecho de acción, salvo en el caso de la tercería de mejor derecho y en los procesos en materia de estado civil. En el primer caso y según el art. 619 LEC, la ejecución puede continuar a pesar de la petición de desistimiento, para evitar la actuación del ejecutante en fraude de ley y que el tercerista resulte perjudicado; y en el segundo, en aplicación del art. 751 el desistimiento en los procesos en materia de estado civil requiere, en determinados casos, de la conformidad del Ministerio Fiscal.

Si el demandado se opone, ha de fundamentar su postura en la existencia de un interés legítimo, sustentado en algún motivo razonable, y ello supone que la mera oposición sin fundamento o razones no impide la conclusión del proceso  (59) .

Entendido que el desistimiento supone la dejación del procedimiento, la decisión judicial que lo estime no provoca los efectos materiales de cosa juzgada, tal y como reconoce el art. 20.3.II, al establecer que el Tribunal «dictará auto de sobreseimiento y el actor podrá promover nuevo juicio sobre el mismo objeto». Estos efectos sólo recaen sobre el procedimiento y sobre las partes materiales principales que formularon el desistimiento, de tal modo que no pueden verse perjudicados aquellos demandantes que no decidieron suscribirlo, respecto de los cuales continúa el procedimiento.

Para concluir este punto, el Juez resolverá el desistimiento mediante un auto, según dispone el art. 20.3.II LEC, que podrá ser pronunciado oralmente en los casos de inasistencia del demandante a la vista del juicio verbal, como precisa el art. 442.1 LEC.

2.3.3.  Costas

En materia de costas, la LEC distingue entre el desistimiento anterior al emplazamiento del demandado y el posterior a dicho acto. Cuando no se precise del pronunciamiento del demandado, esto es, cuando el desistimiento es anterior a su emplazamiento, o en el caso en que se encuentre declarado en situación procesal de rebeldía, y de acuerdo con el art. 396 LEC, el demandante correrá con el pago de la totalidad de las costas. Esta solución —como expresa FUENTES SORIANO— se presenta perfectamente lógica en tanto en cuanto la existencia de los desembolsos económicos generados traen su causa en la actitud del actor, el cual decide interponer un procedimiento del que, en un determinado momento desiste sin que, por tanto, tales gastos puedan ser en absoluto imputable al demandado  (60) . En esta eventualidad, lo cierto es que no se han provocado costas al otro litigante y ninguna actuación generadora de costas ha podido emprenderse a instancia suya  (61) .

Distinto será el tratamiento que brinda la ley cuando el demandado preste su consentimiento o no se haya opuesto  (62) , casos en los que no existirá condena en costas y, en consecuencia, cada parte pagará las causadas a su instancia y las comunes por mitad. La opción adoptada por el legislador cuando existe consentimiento se ha considerado coherente, en tanto en cuanto el desistimiento suele ser fruto de un acuerdo por lo que no sería lógico que se impusieran costas en un escenario en el que las partes regulan sus relaciones  (63) .

No prevé, sin embargo, nuestra LEC una regulación específica en materia de costas para el caso en que el demandado se haya opuesto al desistimiento y, pese a ello, el Juez haya resuelto el sobreseimiento del pleito  (64) . En esta concreta circunstancia, entiendo que debiera satisfacer el actor la totalidad de las costas causadas a su instancia  (65) , máxime cuando, por ejemplo, el desistimiento puede responder a la defectuosa constitución de la relación jurídica procesal, atribuible únicamente al demandante.

Parece adecuado que se proteja a quien ha sido traído a una causa o llamado a juicio sin que existan razones que justifiquen su intervención, con las molestias y gastos de defensa que ello les ha comportado, y con la posibilidad que dicha intervención no responda a otra razón que la voluntad, capricho o conveniencia del actor. Es el demandante quien inicia el procedimiento, genera unos desembolsos económicos y, posteriormente, decide con el desistimiento poner fin al mismo y es, en consecuencia, razonable que se le impongan las costas. Distinto ha sido, sin embargo, el parecer de los Tribunales que han optado en algunos casos por el análisis del caso concreto y han tomado en consideración circunstancias extraordinarias para no imponer las costas al actor  (66) .

Es preciso, finalmente, poner de manifiesto otra circunstancia que tampoco tiene cobertura jurídica, y se presenta en la práctica forense, consistente en que el demandado exprese su conformidad con el desistimiento promovido por el actor pero muestra su desacuerdo con la no imposición de costas al demandante.

Una línea jurisprudencial admite que el demandado pueda formular oposición contra las costas sin perjuicio de expresar su acuerdo con la posibilidad de terminar el proceso de modo anticipado tras el desistimiento. El fundamento de esta interpretación obedece a la conducta del actor, quien decide iniciar el proceso y quien con su comportamiento procesal posterior provoca su anormal terminación, por lo cual resulta razonable que reembolse al demandado los gastos que ha tenido que soportar a causa del proceso  (67) . A la misma conclusión se llega, eventualmente, con un argumento distinto: si el demandado se opone a la no imposición de costas, el Juez puede valorar las circunstancias concurrentes para decidir sobre la imposición o no de las costas procesales  (68) .

En contra de dicha interpretación se esgrimen dos argumentos. En primer lugar, el art. 20 LEC contempla una posibilidad de oposición y ésta se refiere única y exclusivamente al desistimiento, no se prevé que las costas sean susceptibles de discutirse en dicha oposición. En segundo lugar, es preciso recordar el sentido último de la oposición prevista en el art. 20.3 LEC, que no es otro, que conceder al demandado la oportunidad de alegar sus intereses contrarios a que se dé eficacia al desistimiento. En ese sentido, puede alegarse un interés en evitar quedar expuesto a posteriores procesos sobre el mismo objeto, por la inseguridad jurídica que ello genera; o ver reparada por una sentencia de fondo, que piensa que pueda serle favorable, la difamación judicial producida por la presentación de la demanda, es decir, el desprestigio social, económico o personal que ésta pueda haberle irrogado  (69) . Así entendido el objeto de la oposición, si el demandado aspira ver resarcido su desprestigio económico, incluido el de los gastos que le ha provocado el proceso, tendrá que reconducir su petición por los cauces de la oposición al desistimiento  (70)  prevista en el art. 20.3 LEC.

Considero que la imposición de costas al actor cuando el demandado ha expresado su conformidad con el desistimiento, pero manifiesta su oposición con la no imposición de éstas, responde a una interpretación teleológica del art. 396 LEC. Si el espíritu de la LEC es promover la terminación anticipada del proceso, y el desistimiento constituye una modalidad de conclusión anticipada, una lectura literal del art. 396 provocaría precisamente un efecto contrario, en tanto en cuanto impide que el demandado muestre su conformidad con el desistimiento y dilate, de este modo, la terminación del proceso.

Cabe, en este caso, dos interpretaciones que propone HERRERO. Primero, estimar que en estos casos sería de aplicación el art. 396.1, en el sentido que la oposición respecto de las costas equivale a un supuesto de desistimiento «que no haya de ser consentido», y ello permitiría subsumir en el supuesto de hecho de la norma toda eventualidad que consista sencillamente en que el demandado no exprese su consentimiento. Segundo, que el Juez puede, dentro del margen de discrecionalidad, pronunciarse en el sentido que resulte más ajustado a derecho y así imponer las costas al actor para no hacer recaer sobre el demandado los errores de aquél  (71) . En ambos casos fluye una clave para la imposición de las costas en los supuestos de desistimiento: el actor que desiste ha ocasionado un proceso y, consecuentemente ha obligado al demandado a desembolsar una serie de cantidades de las que éste, lógicamente, debe poder resarcirse si el actor abandona el procedimiento sin su acuerdo  (72) .

Por último, no contempla la LEC una regla específica para la imposición de las costas en los supuestos denominados como «desistimiento tácito», consistentes en la incomparecencia del demandante o de su Abogado a la audiencia previa, contemplada en el art. 414 LEC. Este silencio en torno a la imposición de costas puede ser interpretado en dos sentidos, bien que la intención del legislador fue la de evitar un pronunciamiento sobre las costas cuando se presente esta concreta situación o bien la aplicación de la regla específica del desistimiento prevista en el 396 LEC, de modo tal que, si tras la incomparecencia del demandante o de su Abogado, el demandado no alega su interés en continuar el proceso para alcanzar una sentencia sobre el fondo, se entenderá que consiente el desistimiento, lo que supone que no se impondrán las costas a ninguna de las partes.

La dificultad para alcanzar una respuesta al asunto planteado se incrementa cuando el desistimiento tácito se presenta en el juicio verbal, donde el art. 442.1 LEC contempla que ante la inasistencia del demandante a la vista y si el demandado no alega interés legítimo, se le tendrá por desistido y se le impondrán las costas causadas al actor. Esta concreta disposición resulta, en mi opinión, cuestionable puesto que si el legislador ha previsto el pronunciamiento en costas cuando la no personación o inasistencia se produce en el juicio verbal, no parece coherente que no haya realizado mención alguna cuando se presenta en el juicio ordinario. Sin duda, un trato homogéneo conduce a imponer en ambos casos las costas al actor que es quien, con su conducta, ocasiona un proceso que, posteriormente, abandona.

2.4.  El Allanamiento

2.4.1.  Concepto y características

Concebido como la más elemental de las actitudes posibles del demandado, PRIETO CASTRO consideraba que el allanamiento facilitaba la labor jurisdiccional al suministrar al Juez la base de la sentencia  (73) . Pese a este reconocimiento, lo cierto es que el allanamiento no estaba regulado en la LEC 1881 salvo cuando se trataban de forma específica materias tales como las costas, tercería y, de forma indirecta, cuando se aludía al desahucio. La LEC de 2000 aborda esta materia en el art. 19 de forma genérica y, en el 21, de forma concreta.

En el allanamiento cobra una especial relevancia la actitud que adopta el demandado que desencadenará la culminación del proceso de un modo anticipado. De la configuración que se realiza del allanamiento se aprecia que quien asume el papel activo en la finalización del proceso es el demandado, al manifestar, mediante un acto unilateral y expreso, su conformidad con la pretensión formulada por el demandante y su voluntad de poner final al proceso, provocando la emisión de una resolución con todos los efectos de la cosa juzgada.

Atendiendo a los efectos que provoca el allanamiento en tanto declaración de voluntad del demandado, es conveniente trazar los rasgos distintivos que presenta este modo de terminación para distinguir sus matices respecto de la admisión de hechos o el reconocimiento de hechos en el interrogatorio. En el caso de la admisión de hechos, como es sabido, el art. 281.3 LEC establece que «están exentos de prueba los hechos sobre los que exista plena conformidad de las partes», vertebrando así una sujeción del Juez a los mismos que, sin embargo y a diferencia del allanamiento, no necesariamente determina el sentido de la decisión jurisdiccional, en tanto en cuanto puede conducir a una sentencia absolutoria para el demandado, si se entiende que jurídicamente, por ejemplo, no es admisible el efecto alegado por el actor a dicho hecho  (74) . Tampoco el reconocimiento de hechos perjudiciales para la parte que los presta en el interrogatorio, según el art. 316.1 LEC, produce los mismos efectos que el allanamiento, puesto que aquél sólo vincula al Juez si no existen otras pruebas que demuestren lo contrario y, en todo caso, el órgano jurisdiccional no está vinculado a tener por ciertos determinados hechos desfavorables declarados por la parte, siempre que motive su apreciación divergente. Puestos en el supuesto en el que dicha declaración vincule al órgano judicial, tampoco cabe afirmar que ello supondrá siempre un pronunciamiento condenatorio.

A diferencia de los supuestos analizados, el allanamiento se configura como una conformidad del demandado con la pretensión del actor, que vincula al Juez a dictar una sentencia estimatoria de la pretensión  (75) .

De lo anterior no cabe deducir que el allanamiento constituye un ejercicio del poder de disposición sobre la pretensión, puesto que el titular de la misma es el actor. Cabe hablar, cuando del allanamiento se trata, del no ejercicio y del abandono de la oposición a la pretensión que realiza el demandado, vinculando al derecho objetivo los efectos que el allanamiento produce  (76) .

Esta conformidad con la pretensión del actor exime de cualquier actividad probatoria a la parte demandante y, de acuerdo con el principio de congruencia, vincula la actividad decisoria del Tribunal en el sentido de otorgar, ante la falta de resistencia del demandado, todo lo solicitado por el actor. Esta declaración no podrá, en ningún caso, lesionar el ordenamiento jurídico y para impedirlo, el art. 21.1 LEC contempla la posibilidad de que el allanamiento tenga un fin espurio, bien al constituir un fraude de ley o bien cuando suponga la vulneración del interés general o cause perjuicios a terceros, casos en los cuales el Juez rechazará el allanamiento y dispondrá la continuación del proceso.

En materia de requisitos, y como sucede con la renuncia, el allanamiento deberá ser personal, claro, concluyente, expreso  (77)  y consciente. Puede ser verbal o escrito, en función del trámite procedimental en el que tiene lugar, de modo que, será oral si se efectúa en la audiencia previa o durante el desarrollo de la vista del juicio verbal y, en el resto de casos, podrá ser formalizado por escrito, sea en la contestación o en un documento ad hoc (78) . Requerirá de la ratificación apud acta o autorización expresa al Procurador, en cualquiera de las fases del proceso 25.2 LEC.

Como se ha indicado, el allanamiento es un acto del demandado y para su realización eficaz debe cumplir con los requisitos de aptitud generalmente exigibles en todo acto procesal. Así, la declaración de voluntad formulada por el procurador exige de poder especial (art. 25.2.1.º), la del representante legal del menor o incapaz precisa de una autorización judicial para allanarse (se aplica arts. 166 y 271.3 CC); si es el representante voluntario, necesita de mandato expreso del representado (art. 1713, II); si es una persona jurídica, el representante requiere de la manifestación de la voluntad del órgano que tiene competencia conforme a la Ley o a sus propios estatutos.

Desde un punto de vista subjetivo, el allanamiento solamente afecta a las partes principales que lo hubieran efectuado y a los coadyuvantes de la parte allanada. En caso de litisconsorcio pasivo necesario, será preciso que todos los litisconsortes se allanen y, si alguno no lo hiciera, el realizado por cualquiera de ellos no produce efecto alguno, ni siquiera en su contra. Así entendido, en el caso del litisconsorcio pasivo necesario, la eficacia del allanamiento viene supeditada a su formulación conjunta por los legitimados, ya que, en otro caso, aquel o aquellos que se allanaran estarían disponiendo del derecho a resistir u oponerse que a cada uno de ellos individualmente corresponde  (79) . Cuando se trate del litisconsorcio pasivo voluntario, el allanamiento de uno de los demandados no surte efectos respecto del resto ni prejuzga desfavorablemente la decisión sobre las pretensiones relativas a los restantes litisconsortes  (80) , de suerte que puede el Juez resolver prescindiendo de tal acto dispositivo, dado que no existe conexión entre las acciones  (81) . En suma, el allanamiento de un codemandado no resulta admisible cuando la res in iudicio deducta sea indivisible y haya peligro de pronunciamientos contradictorios, que lesionen la seguridad jurídica y el principio de audiencia  (82) .

2.4.2.  Procedimiento

El allanamiento podrá ser formulado por el demandado desde el momento en el que toma conocimiento de la pretensión del demandante interpuesta su contra, de modo que, a partir de ese acto podrá expresar su conformidad con la pretensión del actor y el Tribunal dictará sentencia condenatoria de acuerdo con lo solicitado por éste.

Tal y como está regulado esta modalidad de terminación anticipada en el art. 21 LEC, se aprecia que el legislador no ha considerado conveniente establecer un trámite de audiencia dirigido a conceder al actor la posibilidad de formular alegaciones relacionadas con la declaración del demandado. Esta omisión podrá responder a la irrelevancia que adquiere cualesquier alegación del actor sobre la declaración de voluntad del demandado que, en lo sustancial, vincula al órgano jurisdicción que no podrá en lo sustancial apartarse del acto de disposición del demandado, salvo, para evitar el fraude de ley o el perjuicio de tercero  (83) .

Una interpretación respetuosa con los derechos de la parte actora aconseja conceder audiencia al actor a fin de que pueda ilustrar al Tribunal sobre la posible existencia de circunstancias que puedan conducir a apreciar mala fe o fraude en la conducta del demandado, y provoquen el rechazo del allanamiento y la continuación del proceso.

En relación con los efectos que provoca el allanamiento en el proceso, será preciso distinguir entre un allanamiento total y un allanamiento parcial. El allanamiento será total cuando se extienda sin límite a cada una de las pretensiones interpuestas por el actor, lo que ocurrirá también cuando, tratándose de una pluralidad de pretensiones alternativas entre sí, el allanamiento a alguna de ellas implica, inexorablemente, la retirada de la pretensión alternativa a la que haya sido objeto de allanamiento  (84) .

Se estará frente a un allanamiento parcial cuando dicho reconocimiento se limite a determinadas pretensiones o cuando, en caso de acumulación accesoria, se produce el allanamiento respecto a la pretensión base, pero no respecto a las dependientes, por último, estaremos también ante un supuesto de allanamiento parcial cuando tratándose de una pretensión única y cuantificable, el allanamiento se realiza sobre una parte de la cantidad del petitum (85) .

Cuando se trata del allanamiento parcial, el Tribunal a instancia del demandante podrá dictar de inmediato auto acogiendo las pretensiones que hayan sido objeto de dicho allanamiento. Esta posibilidad se sujeta a dos condiciones que establece el art. 21.2 LEC, primero, la necesaria instancia del actor y, segundo, que sea posible un pronunciamiento separado de las pretensiones, que atendiendo siempre a la naturaleza de las mismas, no prejuzgue las restantes cuestiones no allanadas  (86) .

Como acto de disposición que es, el allanamiento puede plantearse en cualquier momento de la primera instancia, en la fase de recursos o en la de ejecución. En la primera instancia, el demandado podrá allanarse a las pretensiones desde que tome conocimiento de la demanda interpuesta en su contra, esto es, desde que se le dé trasladado de la demanda. Y en correspondencia con ello, el art. 405 LEC prevé el allanamiento como uno de los posibles sentidos de la contestación; lo anterior no significa, sin embargo, que no pueda allanarse en un momento posterior al del trámite previsto para la contestación  (87) . De modo que, puede allanarse desde el emplazamiento con la demanda y hasta el final del plazo para dictar sentencia, resolución que plasmará la conformidad del demandado con las pretensiones del actor.

Durante la fase de impugnación, si el allanamiento se produce tras la interposición del recurso, será preciso distinguir entre la impugnación de una sentencia estimatoria de otra desestimatoria. Así, interpuesto el recurso por el demandado contra una sentencia estimatoria, si decide en segunda instancia, por ejemplo, allanarse a la pretensión del actor, dicha declaración de voluntad debe ser interpretada como la asunción de la sentencia, provocando en consecuencia el desistimiento del recurso y la firmeza de la resolución recurrida. Si, por el contrario, se trata de una sentencia desestimatoria que impugna el actor, el allanamiento en segunda instancia supone la revocación de la sentencia impugnada sobre la base del acto de disposición que ha manifestado el demandado  (88) .

Sentada la viabilidad del allanamiento en fase de recursos, no puede, sin embargo, no afirmarse que resulta difícil pensar que en la práctica forense el demandado en un proceso espere a ser parte recurrida para exteriorizar su voluntad de allanarse, sin haberlo hecho con anterioridad, durante la tramitación de la primera instancia.

En fase de ejecución, siendo también practicable esta modalidad de terminación anticipada, resulta poco probable que suceda pues, si la intención de la parte ejecutada es aceptar la pretensión de la ejecutante, lejos de allanarse, deberá cumplir con las obligaciones previstas en el título de ejecución  (89) .

Para concluir, en cuanto al contenido de la resolución que pone fin al proceso, cabe distinguir entre el allanamiento total y el parcial. De ese modo, cuando se trate del allanamiento a la totalidad de las pretensiones, la declaración de conformidad expresada por el demandado determina la resolución que pone fin al proceso, esto es, una sentencia condenatoria, que plasmará la pretensión del demandante, con plenos efectos de cosa juzgada, siempre y cuando, concurran todos los requisitos procesales, de lo contrario, el Juez deberá dictar la correspondiente resolución de finalización del proceso sin entrar en el fondo.

Si se trata de un allanamiento parcial, como se precisó anteriormente, la LEC faculta al Tribunal que, a instancia del demandante, dicte de inmediato auto acogiendo las pretensiones que hayan sido objeto de dicho allanamiento, siempre y cuando, sea posible un pronunciamiento por separado que no prejuzgue las restantes pretensiones no allanadas, respecto de las cuales continuará el proceso. Este auto es ejecutable conforme al art. 517 LEC.

2.4.3.  Costas

En materia de costas, la LEC distingue entre el allanamiento efectuado con anterioridad a la contestación a la demanda del realizado con posterioridad. En el primer caso y si el Tribunal no aprecia temeridad o mala fe en la conducta del demandado, no procederá la imposición de costas. En este caso, se entiende que el demandado ha hecho todo lo posible por evitar el proceso y, por tal motivo, no corre con el pago de los desembolsos que éste genere y, en consecuencia, la presunción general de que el litigante vencido ha causado el proceso se desvanece  (90) . La apreciación de mala fe resulta una excepción a la regla anotada, concurrente si antes de presentada la demanda se hubiese formulado al demandado requerimiento fehaciente y justificado de pago, o si se hubiera dirigido contra él demanda de conciliación. Con estas disposiciones en materia de costas, se intenta evitar la condena automática de quienes pueden encontrar en la demanda la primera reclamación del demandante respecto de ellos.

Un aspecto que ha provocado pronunciamientos opuestos entre la jurisprudencia menor ha sido el de la determinación de la mala fe pues, como se verá, se trata de un concepto jurídico indeterminado, en tanto y en cuanto su redacción puede dar lugar a distintas interpretaciones. Según una línea jurisprudencial, el concepto de mala fe en el Derecho procesal se proyecto en un elemento objetivo, cual es el comportamiento del afectado por dicha calificación y que, en el caso del allanamiento, se traduce en las dos concretas y definidas conductas, si antes de presentada la demanda se hubiese formulado al demandado requerimiento fehaciente y justificado de pago o, si se hubiera dirigido contra él demanda de conciliación  (91)  y, salvo estas dos conductas, la mala fe del art. 21 no equivale, en ningún caso, a la mera falta de cumplimiento de lo debido durante un tiempo más o menos dilatado ni tampoco que el demandado no cumpla antes de la demanda con lo pretendido en ella por el actor  (92) .

Distinta y contraria es la línea jurisprudencial que postula una interpretación teleológica y amplia del concepto de mala fe, en el sentido de entender que ésta concurrirá cuando el demandado fuera conocedor, por cualquiera conducto, de la pretensión ejercitada contra él mismo y tuviera la posibilidad de poner término a la situación antijurídica creada con su conducta  (93) .Abona en favor de esta interpretación el párrafo segundo del art. 395.1 LEC al utilizar la expresión «en todo caso», de la que se desprende que las dos conductas que constituyen supuestos de mala fe del demandado no agotan los casos, sino que ilustran sólo dos de las posibles circunstancias que configuran tal conducta.

Entiendo que la mejor forma de analizar esta excepción a la no imposición de costas es acudir al sentido último de su regulación, cual es la comprobación práctica de que no resulta infrecuente que sea el demandado quien, con su conducta de resistencia o negativa al cumplimiento, haya impulsado al titular del derecho, frente al que viene obligado, a acudir al proceso como vía para la obtención de la tutela, al haber sido desatendidos sus intentos previos de lograr la satisfacción del mencionado derecho  (94) . Concebida en dichos términos, la enumeración de casos de mala fe que describe el art. 395.1 LEC no debe entenderse exhaustiva puesto que otros hechos o circunstancias pueden introducir en el juzgador el convencimiento de que el demandado ha actuado con mala fe; en tales casos habrá de razonar el Tribunal en qué fundamenta la calificación de la conducta del demandado  (95) .

Sentada la discrepancia existente en la determinación de la mala fe, cuando el allanamiento es anterior a la contestación, corresponde analizar la regla en materia de imposición de costas que se aplica cuando el allanamiento es formulado con posterioridad a la contestación. En esta hipótesis rige la presunción general en virtud de la cual, el vencido en juicio es el causante del mismo salvo circunstancias excepcionales. El demandado allanado reconoce que él, con su actitud, ha sido el causante de un proceso innecesario  (96) .

Finalmente, un último fleco resta por tratar cuando de las costas en el allanamiento se trata, y es la aplicación de la regla de no imposición de costas cuando el demandado no ha contestado a la demanda en el marco del juicio verbal. También en este punto se han suscitado posiciones encontradas. Si el allanamiento se produce antes del día señalado para la vista, acto en el que el demandado formulará las alegaciones que a su derecho convengan, se entiende que el allanamiento es anterior a la contestación y, por tanto, no cabe la imposición de costas y si el allanamiento se formula en el acto de la vista se entenderá que le serán impuestas.

En el diseño del juicio verbal, esperar hasta el momento anterior al acto de la vista para allanarse y evitar así la imposición de costas que prevé el art. 395.1 LEC, desvirtúa en mi opinión, el sentido del precepto, cual es la posibilidad de que el demandado esté dispuesto a cumplir la prestación a que viene obligado pero se vea sorprendido por la interposición de la demanda, sin que haya mediado una reclamación previa. Por tal motivo, considero que una lectura ajustada a Derecho, sería aquella que entiende que el allanamiento realizado tras la citación al juicio verbal, no acarrea imposición de costas; mientras que, esperar al momento anterior a la vista, entraña imponer las costas al demandado. La interpretación contraria conduciría a una situación perjudicial para el actor, que habrá realizado desembolsos económicos considerables que no podrá ver satisfechos y que no serán mínimos visto el diseño del juicio verbal  (97) .

2.5.  La satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto

Precisadas las notas esenciales de las modalidades de terminación anticipada que podrían ser denominadas tradicionales, corresponde en este punto iniciar una primera aproximación a la terminación del proceso por desaparición del interés legítimo en obtener la tutela pretendida, y que será desarrollada en profundidad en los siguientes capítulos de este trabajo.

Cuando la pretensión se satisface mediante la correspondiente decisión judicial el proceso ha conseguido concluir según la terminación «normal». Pero si la pretensión consigue ser satisfecha fuera del proceso o, sin ser satisfecha, se pierde el interés en la tutela deducida, tendrá que habilitarse un mecanismo que articule la conclusión del proceso debido a la desaparición del interés personal, legítimo y directo en la continuación del proceso. Estas circunstancias son las contempladas en el art. 22 LEC que, sin embargo, no estuvieron nunca recogidas en la LEC 1881.

En esencia, la terminación anticipada prevista en el art. 22 LEC, consiste en la siguiente secuencia de hechos: una vez iniciado el proceso y fijado su objeto, sobrevienen fuera de él, determinadas circunstancias o acaecimientos que lo hacen desaparecer y que, en consecuencia, determinan que el actor pierda el interés legítimo en obtener la tutela jurídica demandada  (98) .

Ahora bien, que la LEC 1881 no contemplara dicha situación no significa que, en la práctica, los Tribunales civiles no hayan intentado solventar tales problemas, mediante la aplicación de los medios de terminación anticipada del proceso tradicionales, tales como el desistimiento y la transacción, etc. o, si resultaba posible, el hecho sobrevenido se hacía valer como excepción material en el escrito de contestación  (99) .

Pueden ser identificadas ciertas resoluciones judiciales cuyas situaciones concretas de satisfacción extraprocesal de la pretensión se reconducían a la figura del desistimiento  (100)  que, como es sabido, tampoco tenía una expresa regulación en la LEC 1881. Al aplicar la regulación del desistimiento surgía el inconveniente derivado del criterio de imposición de costas que no era otro que imputarlas a quien formulaba el desistimiento en tanto vencido. En esta circunstancia, la solución que brindaron los Tribunales no era uniforme  (101) , se imponían las costas a la parte actora, tal y como disponía la tramitación del desistimiento  (102) , y en otros casos, se invocaban circunstancias especiales provocadas —precisamente— por la satisfacción extraprocesal de la pretensión  (103) .

Esta práctica consistente en aplicar la figura del desistimiento cuando la conducta consistía en una satisfacción extraprocesal, vigente durante la LECA, se ha prologando incluso tras la entrada en vigor de la LEC 2000. Así puede ilustrarlo un supuesto extraído de la jurisprudencia menor, en el que pendiente de ser resuelta la apelación de una resolución en materia de medidas cautelares, los apelantes solicitan, al amparo del art. 22 LEC, se declare terminado el proceso por carencia sobrevenida de objeto sin condena en costas, contando para ello con la conformidad del apelado. Tramitada la solicitud por la Audiencia Provincial, emite una resolución que declara terminado el recurso por desistimiento del mismo con imposición de costas al apelante. El asunto fue recurrido en amparo al TC, quién consideró que se trataba de un supuesto de incongruencia extrapetitum, al haber sido alterados sustancialmente los términos del debate suscitado con ocasión del recurso de apelación  (104) .

Otra alternativa a la que acudían los Tribunales ante la ausencia de regulación del fenómeno de la satisfacción extraprocesal consistía en aplicar la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, que consagraba una figura de contornos muy similares a la prevista en nuestra actual LEC. Tanto la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa de 1956 cuanto la de 1998, han contemplado la conclusión del proceso contencioso cuando se ha satisfecho fuera del proceso la pretensión. También en los procesos ante el Tribunal Constitucional como en los ventilados en el orden jurisdiccional social, como se apreciará más adelante, era invocada la satisfacción extraprocesal de la pretensión pese a no estar expresamente prevista ni en la LOTC ni en la Ley Procesal Laboral.

Con todo lo anterior, una vez iniciados los trabajos dirigidos a elaborar el Borrador de la LEC 2000, era evidente que el desarrollo legislativo de la modalidad de terminación anticipada por satisfacción extraprocesal constituía una exigencia que procedía, de un lado, de los Tribunales civiles, preocupados en dar cobertura a una situación que no resultaba poco frecuente en la práctica judicial civil y, de otro, de la necesidad de establecer los rasgos diferenciales con las figuras análogas que sustanciaban los Tribunales contencioso-administrativos y el Tribunal Constitucional.

El texto del Borrador de la Ley de Enjuiciamiento Civil contemplaba en el art. 16 la terminación anticipada del proceso por satisfacción extraprocesal de la pretensión, bajo el rótulo de «sobreseimiento del proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto»  (105) .

Esta primera aproximación a la satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto, si bien loable por su mera existencia, adolece de ciertos defectos que habrían de ser corregidos más adelante. En este primer texto, el apartado del art. 16.1 establecía que si hubiere acuerdo entre las partes en concluir el proceso, el Juez decretará el sobreseimiento del proceso. Puede apreciarse que, mientras dicho texto alude al sobreseimiento, tanto en el título del precepto cuanto en el contenido, el que consagra la LEC atribuyó al auto de terminación los efectos de una sentencia absolutoria firme. El segundo párrafo del borrador contempla la celebración de una vista pero sin precisar el plazo para convocar a las partes —que la LEC fija en 10 días— y, sin embargo, determinaba que sea sustanciada conforme a la vista del juicio verbal, precisión que no se introduce, finalmente, en el actual art. 22 LEC. En el párrafo tercero no se hace ninguna referencia a las costas ni tampoco se incluye el apartado dedicado a la enervación del desahucio.

Tras su conversión en Proyecto de Ley, la satisfacción extra-procesal pasa a ser regulada en el art. 20 con una redacción que se mantendría en el texto finalmente aprobado, salvo por dos cuestiones que resulta interesante subrayar. En primer lugar, tal y como lo contemplaba el Borrador, la comunicación que debía ser realizada al Tribunal informando de la desaparición del interés resultaba discrecional para las partes, como se desprende del primer apartado cuando se utiliza en forma condicional la expresión «podrá ponerse de manifiesto al Tribunal» y, en segundo lugar, en la sustanciación de la oposición, el antiguo art. 20 disponía que tras la celebración de la audiencia las partes podrán dejar «nota escrita sobre sus alegaciones».

Durante las discusiones parlamentarias, el Grupo parlamentario catalán CiU presentó la enmienda 1055, en la que proponía modificar la fórmula condicional del verbo «poder» para sustituirla por una imperativa. Dicha propuesta se justificó en la siguiente idea: «el funcionamiento de la Administración de Justicia se emplea un volumen importante de recursos públicos». En el trámite de enmiendas, también se solicitó la supresión de la nota escrita a la que aludía el segundo párrafo del art. 20 puesto que, si se realizaba una comparecencia, carecía de sentido distorsionar la oralidad que informa el acto, en particular, y el proceso, en general, con un documento escrito  (106) .

Esta evolución del precepto muestra los cambios introducidos en la tramitación de la terminación anticipada por satisfacción extraprocesal y revela dos cuestiones importantes: en primer lugar, la voluntad del legislador de que la decisión final que recaiga en esta modalidad de terminación tenga efectos de cosa juzgada, tal y como se evidencia al asimilar al auto de sobreseimiento los efectos de uno absolutorio y, en segundo lugar, el carácter imperativo que adquiere para las partes la comunicación al Tribunal de la desaparición del interés, que pasó de estar formulada en términos potestativos a redactarse en tono obligatorio, reflejando así que no sólo se tuvo en consideración el poder de disposición de las partes sino también el principio de economía procesal como determinante del sentido imperativo con el que se configura finalmente el precepto.

A partir de la LEC 2000, el sistema procesal civil español consagra una modalidad de terminación anticipada del proceso que tiene en consideración la desaparición del interés en la tutela pretendida, figura que ya consagraba la LJCA y venía aplicando el Tribunal Constitucional y los Tribunales del Orden Social, cierto que con matices y perfiles distintos. Considero importante realizar un estudio de los rasgos distintivos que su aplicación presenta en estos Tribunales a fin de comprender, en su exacta medida y dimensión, la opción del Legislador al introducir la satisfacción extraprocesal y carencia sobrevenida en la LEC.

2.5.1.  La satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto en el orden contencioso-administrativo

2.5.1.1.  Concepto y características

Tanto la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 1956 cuanto la de 1998, han contemplado en sus textos un apartado dedicado a «otros modos de terminación del proceso», distintos de la sentencia, entre los que figura la terminación por satisfacción extraprocesal de la pretensión  (107) .

Esta modalidad de conclusión del proceso contencioso-administrativo se materializa en el acto unilateral de la Administración demandada, en virtud del cual, mediante la emisión de un nuevo acto administrativo, satisface totalmente la pretensión introducida por el actor y provoca la finalización del proceso instaurado por carencia manifiesta de objeto  (108) .

Se trata, como lo califica GIMENO SENDRA, de un supuesto de «autocomposición administrativa», puesto que, si en esencia, el proceso presupone la existencia de un acto administrativo impugnado, la satisfacción extraprocesal consigue mediante la anulación del acto y, en su caso, por el reconocimiento de la situación jurídica subjetiva negada al actor, la desaparición del mundo jurídico del acto objeto de impugnación y de la razón de ser del proceso  (109) .

A diferencia del allanamiento, el reconocimiento formulado por la Administración no se realiza en el curso del proceso, sino en vía administrativa y no provoca la imposición de costas  (110) . Entiendo que, si tras la interposición del recurso, la Administración reconoce las razones que asisten al demandante para incoar el proceso, en el curso del juicio o en sede administrativa, lo idóneo es articular un solo sistema para dar respuesta a ambas realidades, de modo que, en estas dos situaciones debería operar una sola institución que, según GONZÁLEZ PÉREZ, debiera ser el allanamiento  (111) . Sin embargo y con una finalidad esencialmente pragmática, y destinada a fomentar la satisfacción de las pretensiones, se articulan dos vías: la del allanamiento, que supone la condena en costas de la Administración y la de la satisfacción extraprocesal, que no entraña condena en costas y resulta, evidentemente, más atractiva para la Administración.

Esta rectificación posterior de la Administración constituye un acto administrativo característico de las facultades de anulación y revisión de oficio de la Administración  (112) , regulado en las Leyes administrativas correspondientes que, sin embargo, no resulta indiferente para el Derecho Procesal, que tendrá que establecer el cauce en virtud del cual ese hecho, ajeno al proceso, cobra los efectos extintivos necesarios para culminar con el proceso.

El ordenamiento administrativo se informa del principio general de revisión de sus propios actos, y precisa de un marco normativo específico cuando ésta se ejerce en el curso de un proceso cuyo objeto es una pretensión dirigida a impugnar un acto sobre el que recae la facultad de revocación o anulación de la Administración, circunstancia que termina por afectar al proceso instaurado  (113) . Es cierto que la Administración podrá anular el acto impugnado ante los Tribunales, de oficio o a instancia del interesado, siempre y cuando dicha facultad no esté sometida a ciertas restricciones. Así pues, si del acto administrativo objeto de impugnación ante los Tribunales no se derivan derechos subjetivos, la Administración podrá volver sobre el mismo, salvo, cuando por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes, tal y como establece el art. 106 LRJPA. Si, por el contrario, del acto administrativo derivan derechos subjetivos, ello no supone la imposibilidad de revisión de actos, sino la exigencia de que la revisión se verifique a través de los cauces que predica el art. 102 LRJPA  (114) 

Formalmente, la satisfacción extraprocesal puede presentarse cuando lo impugnado son disposiciones generales en que la ulterior derogación de éstas, o su declaración de nulidad por sentencia anterior, priva a la controversia de cualquier interés o utilidad  (115) , como también cuando se trata de recursos contra resoluciones o actos administrativos singulares, en los que circunstancias posteriores privan de eficacia al objeto del recurso, hasta el punto de determinar la desaparición real de la controversia  (116) .

Esencialmente pues, la satisfacción extraprocesal de la pretensión es un acto administrativo, regulado por el Derecho material  (117) . Lo anterior provoca en el orden contencioso-administrativo, a diferencia del modelo previsto por vez primera en la LEC 2000, que la satisfacción extraprocesal de la pretensión del recurrente y, por consiguiente la desaparición de su objeto del proceso, se materialice en concretos y determinados actos realizados por la Administración que, subsumidos dentro de lo que denomina el art. 76 LJCA «reconocimiento», se traducen en la anulación o modificación del acto impugnado en el sentido solicitado por el demandante. Por su parte, en el proceso civil la fórmula utilizada por el LEC, tal y como se apreciará en el tercer capítulo, concede un margen de discrecionalidad a las partes para instar y al Juez para apreciar, la circunstancia capaz de provocar la desaparición del interés que puede responder a la satisfacción extraprocesal o a cualesquier otro hecho sobrevenido a la demanda.

Esta posibilidad de anticipar la conclusión del proceso estaba consagrada en el art. 90 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 1956 y preveía la pérdida del interés del demandante en el proceso contencioso-administrativo cuando, al margen del mismo, la Administración demandada reconocía totalmente la situación jurídica subjetiva del demandante  (118)  —incluso hasta la correspondiente indemnización de daños  (119) — o anulaba el acto impugnado. Según el art. 90.1 LJCA 1956, producida la satisfacción extraprocesal tras el reconocimiento de la pretensión por la Administración fuera del proceso, cualquiera de las partes podía poner el hecho en conocimiento del Tribunal que, previa comprobación de lo alegado, dictaba auto en el que declaraba terminado el procedimiento y ordenaba el archivo del recurso y la devolución del expediente administrativo.

Pese a no estar expresamente previsto en el precepto analizado, la jurisprudencia del TS exigía una comprobación judicial del reconocimiento de la Administración y de la plena satisfacción del demandante mediante el traslado del escrito a las otras partes  (120) , en consonancia con el principio de contradicción que permitía comprobar si en realidad se produjo o no la plena satisfacción, evitándose, de esta manera la interposición de recursos contra el auto de archivo  (121) .

Por su parte, el art. 76 LJCA 1998, siguiendo la redacción de la ley anterior, consideraba que si una vez interpuesto recurso contencioso-administrativo, la Administración demandada reconociese totalmente en vía administrativa las pretensiones del demandante, cualquiera de las partes podrá ponerlo en conocimiento del Tribunal si la Administración no lo hiciera. A diferencia de la derogada LJCA y aunque en la práctica se llevaba a cabo por disposición del TS  (122) , el art. 76.II LJCA dispone que el Juez habrá de oír a las partes por plazo común de cinco días  (123)  y, previa comprobación de lo alegado, dictará auto en el que declarará terminado el procedimiento y ordenará el archivo del recurso y la devolución del expediente administrativo, si el reconocimiento no infringiera de forma manifiesta el ordenamiento jurídico  (124) , circunstancia en la que continuará el proceso hasta que se dicte sentencia ajustada a Derecho.

Con este diseño, la LJCA 1998 corrige los defectos que presentaba la derogada ley y mantiene el espíritu que inspira esta modalidad de terminación, cual es el principio de economía procesal, entendido como la necesidad de reconducir los recursos de tiempo y trabajo a los asuntos que realmente demanden y justifiquen la resolución del conflicto y no invertirlos en contiendas susceptibles de concluir de forma anticipada y en una fase preliminar del proceso. Es evidente que el demandante que ha instado un proceso administrativo preferirá la satisfacción extraprocesal de las pretensiones que esperar el pronunciamiento de la sentencia.

2.5.1.2.  Procedimiento

En el ámbito del proceso contencioso-administrativo, el objeto litigioso se delimita en dos momentos distintos, y su determinación cobra relevancia cuando de la terminación anticipada por satisfacción extraprocesal se trata. El primer momento se presenta en la interposición del recurso contencioso-administrativo, cuando se expresa el acto o disposición contra el que se formula el recurso y, el segundo, en la demanda, cuando se deducen las pretensiones relacionadas con ese acto  (125) . Ahora bien, la satisfacción extraprocesal tiene que dar respuesta a las pretensiones del demandante, y podría entenderse que sólo tras la interposición de la demanda cabría promover la satisfacción extraprocesal, sin embargo, y sin dejar de ser cierta tal afirmación, tampoco carece de sentido afirmar que es posible alegar la satisfacción de la pretensión antes de formulada la demanda, puesto que, si bien no existe aún pretensión formalmente expuesta, puede suceder que la pretensión haya sido deducida en el escrito de interposición de manera nítida  (126) .

La iniciativa para instar la terminación anticipada y poner en conocimiento del Tribunal el reconocimiento de la Administración corresponde a cualquier de las partes  (127) , sobre quienes recae la carga de probar que la pretensión se ha satisfecho fuera del proceso. En ese sentido, se ha admitido que si de los autos resulta patente la satisfacción extraprocesal, el Tribunal puede única y exclusivamente incoar esta modalidad de terminación pero no tiene atribuciones para —de oficio— investigar, comprobar o justificar la aludida satisfacción extraprocesal  (128) . Si, efectivamente, la parte insta dicha modalidad de terminación el Tribunal habrá de verificar si se ha reconocido o no por la Administración demandada el derecho reclamado por el recurrente y si, por tanto, es o no necesaria la prosecución del procedimiento  (129) .

Esta labor de comprobación que se exige al Tribunal en el art. 76.2 LJCA cobra relevancia cuando se contrasta con el art. 22 LEC, pues tal y como está redactado el precepto en la LJCA, el acuerdo existente entre las partes en torno a la satisfacción extraprocesal no vincula al Tribunal. El acento puesto por la LJCA sobre el control que debe ejercer el Juez responde al interés público subyacente en este proceso  (130)  que, aunque presente en el proceso civil, adquiere un peso específico en el orden contencioso-administrativo.

El control judicial que recae sobre el acto de la Administración alegado por alguna de las partes, está dirigido a comprobar si constituye el vehículo idóneo para satisfacer extraprocesalmente la pretensión, pues sólo una Resolución de la Administración genera derechos y obligaciones para el Administrado.

A título ilustrativo, esta resolución a la que se alude, puede presentarse cuando se interpone recurso administrativo y se resuelve en sentido estimatorio, de modo que, el acto primero queda sin efecto y la desaparición del acto impugnado deja sin objeto el recurso contencioso-administrativo. Otra circunstancia probable puede presentarse cuando, sin perjuicio de la interposición de petición o recurso, la Administración dicta una disposición o un acto que supone el reconocimiento de lo que pretende en el proceso. También puede suceder que, con posterioridad al vencimiento del plazo en virtud del cual, el administrado, entendió que su petición era desestimada, la Administración pronuncia una resolución de acuerdo con el art. 43.4 LRJPA, de modo que, la resolución expresa estimatoria supondrá la satisfacción extraprocesal de la pretensión  (131) .

Todo lo anterior conduce a pensar que, en ningún caso, merecerá la consideración de hecho provocador de la satisfacción extraprocesal la declaración del Director de la Administración o cualesquier informe  (132)  remitido al Tribunal, en tanto constituyen, en cualesquier caso, elementos probatorios que deben ser objeto de enjuiciamiento en la sentencia  (133) .

Un inciso aparte merece la figura del codemandado, a quien la satisfacción extraprocesal de la pretensión puede resultar perjudicial, en la medida que supone perder la oportunidad de defender el acto administrativo recurrido. Sin embargo, resultaría ilógico que las partes codemandadas sostuvieren la legalidad de un acto de la Administración, normativo o singular, que por voluntad de la Administración ha quedado sin efecto. La oposición del codemandado no puede interferir en la extinción del proceso, puesto que la revocación o anulación del acto por la Administración Pública no le causa indefensión alguna en cuanto tiene la oportunidad de recurrir en sede administrativa y, en su caso ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, contra el acto administrativo que ha producido la satisfacción extraprocesal  (134) . De admitir la oposición del codemandado y continuar con el proceso, se llegaría a un pronunciamiento que tampoco podría resultar favorable para el codemandado, a la vista de la satisfacción extraprocesal de las pretensiones del recurrente.

Esta modalidad de terminación anticipada exige el cumplimiento de dos requisitos. El primero de ellos, de carácter subjetivo, precisa que la pretensión del demandante fuera satisfecha por una decisión de la Administración demandada  (135)  recaída en la sustanciación del procedimiento administrativo; y el segundo, de carácter objetivo, supone que el objeto de la satisfacción extra-procesal sea la pretensión deducida en juicio. A este requisito, la LJCA añade una última exigencia que no resulta exenta de polémica, cual es que el reconocimiento realizado por la Administración no infrinja manifiestamente el orden jurídico  (136)  restringiendo el ámbito dispositivo de la Administración.

El nuevo acto de la Administración ha de dar plena y total satisfacción a cada una de las pretensiones del administrado  (137) . Lo anterior significa que la Administración no podrá emitir un pronunciamiento genérico sobre todas las reclamaciones del de-mandante  (138)  pues ello supone que ha de subsistir la impugnación con todos sus efectos y consecuencias  (139) . No se admite, en consecuencia, el reconocimiento y satisfacción parcial de las pretensiones que, en todo caso, lo que puede provocar es la reducción del objeto litigioso  (140)  pero, en ninguno, la finalización del proceso. En ese sentido, no existirá inconveniente para que la satisfacción de alguna de las pretensiones pueda ser valorada en la sentencia  (141) . A la exigencia de exhaustividad en la satisfacción se suma la necesidad de que la pretensión deducida en el recurso sea idéntica a la que por vía ajena al mismo es objeto de satisfacción  (142) , de modo que no pueda pretenderse la satisfacción extraprocesal de una cuestión nueva que no ha sido sustanciada en el procedimiento administrativo  (143) . Esta identidad se aprecia tras comparar la parte dispositiva del acto administrativo que viene a dar satisfacción con la pretensión del demandante en el proceso contencioso-administrativo  (144) .

El evento que provoca la satisfacción extraprocesal, y que repercute en el proceso, debe ser inequívoco  (145)  pues, lo contrario, no sólo lesiona la seguridad jurídica sino también desvirtúa la finalidad de esta modalidad de terminación anticipada. Ello explica que el art. 76 exija que el reconocimiento de la pretensión por la Administración demandada sea total, tanto en términos cuantitativos como cualitativos y, nunca sujeto a condiciones  (146) . En ciertos casos se ha condicionado la aplicabilidad del art. 76 LJCA a que la Administración hubiera reconocido totalmente en vía administrativa la pretensión del administrado.

Diseñados los contornos del acto administrativo que ha de provocar la culminación del proceso, y las notas esenciales de su tramitación judicial, es conveniente analizar la posibilidad de promover la satisfacción extraprocesal en la fase de recursos del proceso contencioso-administrativo, cuestión que no aborda la LJCA. En ese sentido, la jurisprudencia no mantiene una posición uniforme, y si, de un lado, entiende que la satisfacción extraprocesal sólo puede surtir efectos en la primera instancia del proceso jurisdiccional, de otro, se admite que sea invocada incluso en la tramitación del recurso de casación. A favor de la primera posición, se alega que la satisfacción extraprocesal sólo puede surtir efectos en la primera instancia del proceso jurisdiccional, pues lo contrario supone que una decisión administrativa prevalezca sobre una sentencia judicial  (147) . En contra de esta posición se invoca el fundamento de la satisfacción extraprocesal de la pretensión, que no es otra que la pérdida de su objeto, cualquiera sea la instancia y aun cuando pueda alegarse que la segunda instancia está dirigida a comprobar la legalidad de la resolución recurrida, ello no significa estar desconectado de la concreta pretensión, que si ha sido satisfecha no legitima la continuación del proceso. Continuar con la tramitación de la apelación, llevaría al absurdo de tramitar un recurso sin objeto, la posibilidad de una sentencia en el vacío, inclusive con la posibilidad de ser contradictoria con la voluntad y los actos de las partes  (148) .

Este mismo razonamiento ha sido invocado cuando la satisfacción extraprocesal se comunica al Tribunal de casación. En esta instancia, el TS ha entendido que si la Administración satisface íntegramente las pretensiones formuladas en la instancia por el recurrente, el recurso de casación pierde su objeto, finalizando su tramitación mediante el pronunciamiento del auto correspondiente  (149) .

Sea en primera instancia o en fase de recurso, tras comprobar la correspondencia entre el reconocimiento de la Administración y la pretensión planteada por el demandante, será declarado terminado el procedimiento mediante una resolución que revestirá la forma de auto y ordenará el archivo del recurso, sin producir, los efectos de la cosa juzgada.

Por último, uno de los temas más controvertidos, cuando de la satisfacción extraprocesal se trata, es el de los efectos que surte el auto que reconoce la satisfacción extraprocesal de la Administración  (150) . El legislador, no obstante establecer los cauces para sustanciar esta modalidad de terminación anticipada, ha previsto como plausible que la Administración, tras la resolución favorable del procedimiento administrativo, pueda revocar su decisión y modificarla en el sentido de anular el acto en virtud del cual se acordó judicialmente la terminación anticipada del proceso.

Frente a esta eventualidad, la LJCA derogada concedía al recurrente la posibilidad de interponer un nuevo recurso contencioso-administrativo sin tener que presentar previamente el recurso de reposición, contándose el plazo desde el día siguiente a la modificación del acto revocatorio (art. 90.3).

Al tratarse de una solución antieconómica y dilatoria, en tanto suponía que el particular debía deducir un nuevo recurso contencioso-administrativo contra el ulterior acto, GIMENO SENDRA postulaba la suspensión del proceso tras el reconocimiento y no el archivo del mismo pues, aunque lo conveniente hubiese sido atribuir efectos de cosa juzgada al reconocimiento de la Administración, tal propuesta provocaba menos perjuicios al administrado que no tenía que interponer un nuevo recurso sino la reanudación del proceso en el estadio procesal en el que se produjo el archivo.

Lo cierto es que, no se comprende que una vez producida la satisfacción mediante la emisión de un nuevo acto, anulatorio del que originó el proceso administrativo y que responde a una decisión unilateral de la Administración, sea éste susceptible de alterarse por uno tercero, con la consiguiente vulneración del principio general de que «nadie puede ir contra sus propios actos», y el de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), sometiendo injustificadamente al administrado a un permanente estado de incertidumbre  (151) .

Para evitar esta posibilidad de alterar las decisiones administrativas y los efectos que producen en el proceso contencioso-administrativo, desde la doctrina se ha puesto el acento en la necesidad de que la resolución judicial que declare la terminación del proceso recoja el contenido íntegro del acto administrativo en el que se da satisfacción al demandante, de modo que todo intento de modificación pueda ser tratado en vía de ejecución de aquella resolución, sin tener que iniciar otro proceso. En suma, la resolución ha de ocasionar los efectos típicos de la cosa juzgada, impidiendo a la Administración dictar un nuevo acto anulando el que satisfizo extraprocesalmente la pretensión  (152) .

Lamentablemente estas recomendaciones no fueron acogidas por el legislador de 1998, de modo que no se ha cerrado la posibilidad de que, tras la revocación del acto y la posterior conclusión del proceso por satisfacción extraprocesal, la Administración decida anular total o parcialmente su decisión.

En estos casos, la solución prevista ha sido la de aplicar el art. 74.7 LJCA que concede al actor —a quien la Administración reconoció su pretensión y posteriormente revocó mediante un nuevo acto— el derecho de pedir que continúe el procedimiento en el estado en que se encuentre, extendiéndose al acto revocatorio. Con esta regulación —que se asemeja a la que predicaba ya en 1992 GIMENO SENDRA— se intenta garantizar la tutela judicial efectiva del actor y evitar las dilaciones indebidas, sin necesidad de recurrir también el acto revocatorio  (153) .

Existe, sin embargo, una propuesta interpretativa distinta, que entiende innecesario aplicar el art. 74.7 LJCA, pues considera que al auto de archivo emitido tras el reconocimiento de la Administración puede surtir efectos distintos del que, en principio, parece desprenderse del art. 76.2 LJCA. Según GASCÓN INCHAUSTI  (154) , quien postula dicha interpretación del art. 76 LJCA, no existe inconveniente legal en atribuir a la resolución que dispone el archivo por satisfacción extraprocesal los mismos efectos que una sentencia desestimatoria, incluida la eficacia de cosa juzgada. Esta línea interpretativa puede ser resumida en tres argumentos. Primero, el término archivo utilizado por el art. 76 LJCA carece de un significado único, y con ello entendería el autor que no tendrá ni el mismo sentido ni los mismos efectos que los previstos en la LEC; Segundo, la solución prevista en el art. 74.7 LJCA está pensada para el desistimiento y no para la satisfacción extraprocesal, y en tercer y último lugar, la jurisprudencia no se ha pronunciado sobre esta cuestión.

Como afirma el autor citado anteriormente, en la satisfacción extraprocesal, a diferencia del desistimiento, el Juez ha de comprobar que efectivamente se ha producido un reconocimiento total en vía administrativa de la pretensión actora, y esta intervención judicial debiera justificar que el auto de archivo tenga los efectos de una sentencia desestimatoria firme, permitiendo además, la aplicación de los arts. 103. 4 y 5 LJCA que prevén la nulidad de los actos y disposiciones de la Administración contrarios a los pronunciamientos de las sentencias. Por estas razones, se invoca la aplicación supletoria del art. 22 LEC, en virtud del cual, el auto dictado al amparo del art. 76 LJCA tiene efectos equivalentes a los de una sentencia absolutoria o desestimatoria firme.

Con independencia del perjuicio que supone no dotar de efectos de cosa juzgada a la resolución que finaliza el proceso debido a la satisfacción extraprocesal de la Administración, considero que no resulta aplicable el art. 22 LEC en tanto en cuanto no existe un vacío en la LJCA que justifique su aplicación supletoria y, aun cuando la jurisprudencia no se ha pronunciado a título principal sobre esta cuestión, como afirma el autor citado, existe algún pronunciamiento que reconoce la aplicación del art. 74.7 a los supuestos en los que la Administración ha incumplido el reconocimiento extraprocesal formulado en el curso del proceso contencioso-administrativo  (155) .

Tal y como establece la LJCA, el art. 76 que recoge la satisfacción extraprocesal dispone expresamente el archivo del recurso, como también lo hace el art. 74 al regular el desistimiento, y precisar que los efectos que producirá será el del archivo de los autos. En ambos casos el legislador utiliza el término «archivo» que no incluye ni en el art. 75 dedicado al allanamiento ni tampoco en el art. 77 que aborda la transacción.

Pero no sólo no parece que el auto que reconoce la satisfacción extraprocesal no tenga efectos de cosa juzgada, tal y como el término archivo evidencia, sino que también se ha previsto como plausible que la Administración pueda revocar el reconocimiento realizado y, ante tal situación, ha articulado una solución. Cierto que esta disposición se contiene en el precepto dedicado al desistimiento, pero en la LJCA derogada se incluía en el artículo pensado para el reconocimiento extraprocesal de la Administración previsto en el art. 90 LJCA de modo que todo parece indicar que la voluntad del legislador ha sido la de reconocer como plausible la emisión de un acto revocatorio, articulando frente a ello una vía de oposición para el Administrado que consiste en la reanudación del proceso archivado conforme al art. 76 LJCA.

Ahora bien, esta admisión de la facultad revocatoria de la Administración, tal y como está redactada permite ser aplicada al supuesto de satisfacción extraprocesal y es que, tanto el art. 74.7 que regula el desistimiento como el 76.1 que contempla la satisfacción extraprocesal prevén una situación idéntica, a saber «que la Administración demandada reconociese totalmente en vía Administrativa las pretensiones del demandante».

Si la voluntad del legislador hubiese sido la de dotar de efectos de cosa juzgada al auto que declara terminado el procedimiento por satisfacción extraprocesal, incluso utilizando la expresión «archivo» no habría contemplado en la misma sección la posibilidad de que la Administración revoque el acto en virtud del cual reconoció la pretensión del actor, con independencia de que dicho reconocimiento haya provocado el desistimiento del proceso o la satisfacción extraprocesal de la pretensión.

El problema que suscita la redacción del art. 76 LJCA, en tanto en cuanto no confiere al auto de archivo los efectos de cosa juzgada, también provocó discusión y debate en la jurisdicción administrativa italiana, hasta la entrada en vigor de la Ley de 6 de diciembre de 1971, Núm. 1034 que instaura los Tribunales Administrativos Regionales, y que añade un párrafo al art. 23, precisando que si antes del señalamiento de la audiencia, la Administración anula o reforma el acto impugnado conforme a lo solicitado por el recurrente, el Tribunal regional dejará constancia de la conclusión de la materia discutida y resolverá sobre las costas  (156) . Esta redacción fue valorada positivamente por la doctrina italiana  (157) , pues contribuía a resolver dos problemas que suscitaba la aplicación práctica de la cessazione della materia del contendere en el proceso contencioso-administrativo. En primer lugar y tras la reforma, se disipan las dudas en torno a la virtualidad del Acto de la Administración, pues no bastaba con la mera anulación del acto para provocar la conclusión del proceso sino que debía generar la completa satisfacción del interés del recurrente y, en segundo lugar, la decisión sobre la satisfacción de dicho interés adquiere los efectos de cosa juzgada, de modo que las partes no pueden sustraerse ni modificar el objeto de la decisión que, además, permitirá al recurrente exigir a la Administración el cumplimiento y respeto de la decisión adoptada  (158) .

La experiencia italiana puede servir de ejemplo al legislador para replantearse la figura de la terminación anticipada por satisfacción extraprocesal en el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, y corregir los problemas que suscita su configuración que, pese a consagrar el reconocimiento por parte de la Administración de la pretensión del recurrente en sede judicial y favorecer así una conclusión anticipada y pacífica del conflicto, no articula los mecanismos necesarios para que dicha decisión brinde seguridad jurídica al recurrente, sino que, por el contrario, contempla como probable que dicho reconocimiento pueda ser revocado con el consiguiente perjuicio para el ciudadano y para la Administración de Justicia, que tendrá que dirigir nuevamente su atención a dar solución a un conflicto para el que surgió una solución que carece, sin embargo, de fuerza vinculante.

2.5.1.3.  Costas

Para concluir con la regulación de la satisfacción extraprocesal en el ámbito contencioso-administrativo resta por analizar el tratamiento de las costas cuando el proceso concluye de un modo anticipado debido a la satisfacción extraprocesal de la pretensión. Durante la vigencia de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa de 1956 se consideró que no era aplicable a los procesos concluidos por satisfacción extraprocesal la regla del vencimiento objetivo del art. 10.3 LJCA, pensado para los supuesto en que se haya formulado un pronunciamiento judicial de fondo sobre la cuestión controvertida, distinto y opuesto al caso en que el Juez realiza una constatación del reconocimiento en vía administrativa de la pretensión del demandante  (159) . Otro fue el criterio aplicado, sin embargo, cuando se trataba de casos de allanamiento o satisfacción extraprocesal, y concurría la desidia, negligencia o actitud maliciosa, circunstancias que provocaban la imposición de costas, bajo la cobertura de los arts. 131.1. LJCA 1956 y 523.3 LEC  (160) .

Afortunadamente no ha sido ése el planteamiento de las costas en la Ley de 1998. Sabido es que la LEC resulta de aplicación supletoria en todo lo no regulado en la LJCA, y si bien es cierto que el art. 22 LEC establece una reglas sobre la imposición de costas, ésta no resulta de aplicación puesto que la LJCA prevé reglas específicas en materia de costas en el art. 139 LJCA, según el cual el órgano jurisdiccional al dictar sentencia o resolver por auto los recursos que se interpusieren, impondrá las costas a la parte que sostuviere su acción o interpusiere los recursos con mala fe o temeridad. Por lo tanto, que el art. 22 LEC prevea la no imposición de costas en la terminación anticipada por satisfacción extraprocesal, no significa que en el contencioso deba ser aplicada dicha regla pues, como resulta evidente, los matices en la regulación responden a los distintos derechos y obligaciones en juego. De modo que, si en el ámbito civil el legislador alienta y estimula la solución del conflicto fuera del proceso y premia al demandado que satisface la pretensión, en el contencioso-administrativo, también se introduce dicho principio, respecto de la Administración demandada, pero se añaden dos circunstancias excepcionales que alteran dicha regla: la mala fe y la temeridad.

2.5.2.  La satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto en el orden social

Tras el estudio de los rasgos característicos que presenta la satisfacción extraprocesal en el proceso contencioso-administrativo que, como se ha analizado, supone el reconocimiento realizado por la Administración de la pretensión recurrida, corresponde en este punto comprobar si en el orden jurisdiccional social tiene vigencia esta modalidad de terminación del proceso.

A diferencia de la LEC o de la LJCA que contemplan modalidades de terminación anticipada que responden al poder de las partes para disponer del objeto del proceso, como sucede con el desistimiento, el allanamiento, la satisfacción extraprocesal de la pretensión o la transacción, la Ley de Procedimiento Laboral consagra únicamente el desistimiento tácito en el art. 83.2 LPL y la conciliación en el art. 84 LPL.

Esta diferencia de tratamiento resulta notoria cuando se comparan los dos preceptos aislados de la LPL, con la regulación de la LEC y en la LJCA que, de forma sistemática, dedican un capítulo al poder de disposición de las partes y a los otros modos de terminación del procedimiento, respectivamente, estableciendo en cada caso las modalidades de terminación del proceso distintas a la sentencia, su tramitación y los efectos que provocan sobre el proceso.

Una explicación del escaso tratamiento que la LPL dedica a los modos de terminación anticipada puede hallarse en las especiales características del proceso social que, como se ha puesto de manifiesto por doctrina  (161)  y jurisprudencia  (162) , oscila entre el menor rigor del principio dispositivo, por una parte y la especial relevancia del interés público tutelado por el jurisdiccionalmente, por otra.

En consonancia con ello, el art. 245 LPL prohíbe «la transacción o renuncia de los derechos reconocidos por sentencias favorables al trabajador» y el art. 3.5 del Estatuto de los Trabajadores dispone que «los trabajadores no podrán disponer válidamente, antes o después, de su adquisición, de los derechos que tengan reconocidos por disposiciones legales de derecho necesario».

El que no hayan sido tratados en la LPL no significa, sin embargo, que no pueda aplicarse supletoriamente la LEC, siempre y cuando respete las singularidades de un proceso laboral con cauces propios en atención a las específicas necesidades de los litigantes  (163) . Como establece en su Exposición de Motivos, la LEC «esta llamada a ser ley procesal supletoria y común» y bajo este prisma cabe analizar si puede ser invocado en el ámbito de los procesos laborales un hecho que provoque la satisfacción extraprocesal de la pretensión o la carencia sobrevenida de objeto como determinantes de la desaparición del interés de las partes en el proceso.

Así pues, tanto la LEC como la propia LPL destacan el carácter supletorio de la primera, de tal forma que, el art. 4 LEC establece que en defecto de disposiciones en las leyes que regulan los procesos laborales, serán de aplicación, los preceptos de la LEC y la disposición adicional 1.ª de la LPL establece que en lo no previsto en ella rige como supletoria la LEC.

La regulación civil será aplicable en el proceso social tanto cuando se dirige a cumplimentar una laguna normativa que no cubre la analogía autorizada por el art. 4.1. CC, como también cuando, sin laguna que cubrir, resulta necesaria su aplicación para abrir opciones de actuación procesal inéditas en el seno del proceso laboral, salvo, claro está, que resulten manifiestamente contradictorias con el fundamento del proceso social  (164) .

En esta última hipótesis encuentra encaje el art. 22 LEC, de modo que, no cabría descartar la aplicación de la LEC en el proceso social cuando concurra un evento que provoque la satisfacción extraprocesal de la pretensión o la carencia sobrevenida de objeto y así se reconoce desde la práctica de los Tribunales  (165) . En cada caso, sin embargo, tendrá que ponerse el acento en la pretensión objeto de tutela judicial y las particularidades que a la misma otorga el ámbito social.

De ese modo, no existe inconveniente alguno en que la reclamación judicial ante un Juzgado de lo Social del importe de la paga de antigüedad reclamada sea abonado durante la tramitación del proceso por las entidades demandadas  (166)  y que al amparo del art. 22 LEC, el proceso concluya por satisfacción extraprocesal de la pretensión. Ejemplo que no solo ilustra la aplicación de este modo de terminación en el ámbito social sino que también resulta un ejemplo de su vigencia en fase de recursos, pues la terminación anticipada se solicita ante la Sala de lo Social del TS cuando está pendiente de ser resuelto el recurso de casación para unificación de doctrina. Ni tampoco existirá reparo alguno en que tras interponer la demanda solicitando el reconocimiento de la invalidez permanente y obteniendo una sentencia estimatoria, por resolución administrativa, el INSS estime la pretensión declarando la incapacidad permanente y absoluta, hecho considerado por el Tribunal de apelación un supuesto de carencia sobrevenida de objeto que provoca la terminación del proceso de acuerdo con el art. 22 LEC y la sustitución de la sentencia por el auto declarando extinguido el interés  (167) .

No constituye, sin embargo, un supuesto de carencia sobrevenida de objeto susceptible de ser alegado en el curso del proceso, el que durante el acto de conciliación previo al proceso, la Empresa haya dejado sin efecto el despido, readmitido a la trabajadora en condiciones idénticas a las anteriores al despido y abonado los salarios dejados de percibir y que, pese a tal propuesta, la trabajadora haya rechazado la oferta.

En este supuesto, el hecho presentado como causante de la desaparición del interés no es posterior a la demanda sino anterior, de modo que, en principio no sería susceptible de alegarse en el marco del art. 22 LEC, pero es que, además, en esta clase de conflictos los intereses en juego modulan la aplicación de dicho mecanismo de finalización del proceso. Y es que en la contienda planteada, el despido no se solventa con la declaración unilateral del empresario dejando sin efecto la extinción del contrato, sino que dicho acto requiere o bien la calificación por parte del órgano judicial a fin de que enjuicie su regularidad o la transacción o nuevo acuerdo de ambas partes modificando la situación provocada tras el despido  (168) .

En suma, en los procesos de impugnación de despido, no basta con la declaración unilateral o el reconocimiento del empresario sobre la nulidad o improcedencia del mismo, sino que será preciso que durante la sustanciación del proceso se produzca la efectiva readmisión del trabajador para entender que se ha dado satisfacción extraprocesal a la pretensión  (169) .

2.5.3.  La satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida del objeto ante el Tribunal Constitucional

El Tribunal Constitucional es el guardián de la Constitución, y como tal, su función primordial no es otra que la de obtener la aplicación efectiva de la Constitución a los casos concretos, asegurando su interpretación uniforme.

La protección de los derechos fundamentales le ha sido encomendada a través del recurso de amparo, mientras que el control de la constitucionalidad se realiza mediante los procedimientos de declaración de inconstitucionalidad, tanto el recurso y la cuestión de inconstitucionalidad, cuanto la resolución de los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas y los conflictos en defensa de la autonomía local.

El recurso de amparo junto con las cuestiones de competencia y los recursos de inconstitucionalidad, constituyen verdaderos procesos con independencia del nombre de recurso que reciben, pues su regulación revela la existencia de una pretensión, una resistencia y la instauración del contradictorio  (170) . Como cualesquier proceso, los incoados ante el Tribunal Constitucional finalizan con una decisión que resuelve el conflicto planteado por el demandante. Tras las fases de admisión, eventual prueba y alegaciones, el proceso concluye con una sentencia que estima o desestima la pretensión constitucional.

Asimismo, los procesos previstos en la LOTC pueden culminar de forma anticipada de acuerdo con las modalidades de terminación que contempla dicha ley. En concreto, se trata de la renuncia y el desistimiento, a las que alude expresamente el art. 80 LOTC, que dispone el carácter supletorio de la LEC en esas materias. Y en otro precepto, relativo a la forma que han de adoptar los pronunciamientos judiciales, se precisa que la resolución que ponga fin a un proceso ante el TC que termina por «renuncia» o «desistimiento» adoptará la forma de auto (art. 86 LOTC).

La regulación del desistimiento y de la renuncia en la LOTC cobra una especial relevancia cuando se aborda la vigencia del principio dispositivo en los procesos constitucionales. De su regulación en la LOTC no cabe, sin embargo, deducir que dicho principio informe plenamente los procesos tramitados ante el TC, pues este Tribunal ha matizado la aplicación de dicho principio, en el sentido que si bien la jurisdicción constitucional se informa del principio de justicia rogada, «en ella no opera automáticamente el principio dispositivo, y por tanto, el Tribunal no queda vinculado por la decisión unilateral de quien pretende desistirse». Esta modulación del principio dispositivo será apreciada en cada caso por el Tribunal Constitucional, y su grado de intensidad dependerá de las razones de interés público que justifiquen continuar la prosecución del proceso y pronunciar una sentencia o finalizar la controversia mediante un auto  (171) .

Ahora bien, que la LOTC haya previsto como formas anormales de terminación del proceso el desistimiento y la renuncia, podría conducir a pensar que se trata de las únicas modalidades susceptibles de ser aplicadas por el intérprete de la Constitución, pero lo cierto es que el allanamiento o la carencia sobrevenida han sido también invocadas en los procesos constitucionales.

El allanamiento ha sido admitido como un acto procesal del demandado en conflictos de competencia, y entendido como un requerimiento atendido extemporáneamente  (172) , en lo que ha supuesto una adaptación del concepto de allanamiento al proceso constitucional  (173) . Según el Alto Tribunal si bien es cierto que el orden competencial establecido en la Constitución no es renunciable ni está a disposición de sus titulares, no lo es menos que sólo está llamando a emitir pronunciamientos sobre la titularidad de una competencia cuando se trate de un asunto controvertido  (174) , como sucede con los conflictos positivos, donde existe una controversia actual y concreta acerca de la titularidad de una competencia ejercida por el Estado o una Comunidad Autónoma.

Por su parte, la satisfacción extraprocesal de la pretensión ha sido invocada en procesos de amparo, conflictos de competencia y cuestiones de inconstitucionalidad, que han concluido de forma anticipada. En opinión del Alto Tribunal, la ausencia de un precepto que contemple la satisfacción extraprocesal de la pretensión de amparo o la carencia sobrevenida de un conflicto de competencia, no resulta un obstáculo para su aplicación por cuanto los principios que fluyen de la institución procesal permiten la integración de la figura en el sistema de la justicia constitucional  (175) .

Esta integración de normas ha precisado de la aplicación supletoria de la LJCA, que regulaba expresamente la satisfacción extraprocesal como modalidad de terminación  (176) , y de la reciente LEC, que consagra dicha forma de terminación en el art. 22 LEC.

Cuando el TC aprecia que circunstancias externas al proceso constitucional dejan sin contenido la pretensión deducida en éste, bien por haberla satisfecho o bien por desaparición sobrevenida del objeto del proceso, pone fin al mismo a través de un auto que no resuelve el fondo de la discusión.

Con expresa invocación de la satisfacción extraprocesal de la pretensión, el TC ha concluido mediante auto recursos de amparo sobre los que no podía emitir, en lo fundamental ningún pronunciamiento, como también ha hecho uso de tal facultad en los conflictos positivos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas cuando, en el curso de su tramitación, la Administración autonómica derogaba los preceptos cuestionados en el recurso  (177) . Serán explicadas, brevemente, las singularidades que presenta la satisfacción extraprocesal en estas dos categorías de asuntos: los recursos de amparo, por un lado y, los conflictos de competencia y recursos de inconstitucionalidad, por otro.

2.5.3.1.  En el recurso de amparo

El recurso de amparo constituye una declaración de voluntad, fundada en la amenaza o lesión efectiva de alguno de los Derechos Fundamentales o libertades públicas contenidas en los arts. 14 a 30.2 de la Constitución, dirigida contra alguno de los poderes públicos del Estado, por la que se solicita del órgano jurisdiccional el reconocimiento de dicho derecho o libertad fundamental, así como la adopción de cuantas medidas sean necesarias para reestablecer o preservar su libre ejercicio  (178) .

Estos Derechos Fundamentales susceptibles de protegerse por el amparo constitucional, si bien constituyen un derecho sujetivo del ciudadano, dirigido a garantizar un status jurídico o la libertad en un ámbito de la existencia, son al propio tiempo, un interés colectivo  (179) . Esta doble condición no significa, sin embargo, que el titular del Derecho Fundamental tenga el deber de ejercitarlo ni de exigirlo jurisdiccionalmente.

En concreto, la pretensión de amparo está dirigida a preservar un Derecho Fundamental de la amenaza o puesta en peligro inminente, así como a restablecer el Derecho vulnerado. Tal y como indica el art. 41.3 LOTC en el amparo constitucional no pueden hacerse valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales se formuló el recurso. La finalidad del TC no es declarar la vigencia del Derecho Fundamental, sino impedir su vulneración o puesta en peligro y restaurar, en su caso, su plena vigencia.

Así entendido, puede suceder que tras la admisión de la demanda de amparo e iniciadas las actuaciones, se tenga conocimiento de un hecho nuevo y posterior al momento de la interposición del recurso, que corrige, modifica o revoca aquellos actos que, en su momento, provocaron la vulneración del derecho fundamental reclamado ante el TC  (180) . Cuando suceda esta circunstancia, la demanda se estará refiriendo a la lesión del derecho fundamental que, en la práctica y debido a causas sobrevenidas, ha desaparecido o se ha visto restaurada y sobre la que, sin embargo, recae una reclamación jurisdiccional de amparo.

Este hecho posterior al recurso puede consistir en un acto procedente del órgano jurisdiccional, que con independencia de la tramitación del recurso de amparo, repara la lesión del derecho que ha sido invocado en sede constitucional  (181) . La circunstancia sobrevenida puede también provocar el decaimiento del interés del demandante debido a causas que no, necesariamente, supongan la satisfacción de la pretensión planteada en el amparo, tal y como sucede cuando desaparece la causa o el acto que provocó el procedimiento. Lo anterior no significa que dicho interés no exista al interponer la demanda ni tampoco que el fin de la lesión suponga necesariamente la satisfacción del derecho vulnerado.

En ese sentido, y a título ilustrativo, si en el amparo se alega la vulneración del derecho a la tutela judicial debido a la no ejecución de una sentencia o a la inactividad judicial respecto de un recurso, y en el curso del proceso constitucional se ejecuta dicha decisión por la Administración o se tramita el recurso, el amparo carecerá de objeto y el demandante habrá visto satisfecha su pretensión. Puede que el TC reconozca en sus fundamentos que la omisión del órgano jurisdiccional supone una violación del derecho a la tutela judicial efectiva protegida por el art. 24.1 CE, pero no podrá realizar ninguna consideración en la parte dispositiva del pronunciamiento sobre la actuación de los Tribunales, pues su función primordial es constatar si se han violado derechos o libertades del demandante y preservar o restablecerlos  (182)  y, si constata la restauración del derecho lesionado, deberá poner fin al proceso de un modo anticipado.

Ahora bien, que el Tribunal no pueda realizar ningún pronunciamiento adicional al de constatar si se han violado o no derechos o libertades, no quiere decir que no tenga en consideración que el acto lesivo, que puede haber sido anulado o corregido, haya provocado ciertos efectos que subsisten a su anulación o corrección  (183) . Estos efectos han merecido, siempre dependiendo de la relevancia de las pretensiones deducidas, un pronunciamiento del TC.

Sobre la relevancia como criterio para emitir o no un pronunciamiento tras la satisfacción extraprocesal de la pretensión de amparo, será preciso analizar el caso concreto tal y como lo ha hecho el Tribunal Constitucional, de modo que en determinadas circunstancias pese a la satisfacción extraprocesal de la pretensión, debido a la trascendencia de la lesión y los efectos provocados, el Tribunal ha visto conveniente realizar un pronunciamiento sobre el fondo del asunto.

Un supuesto que carecía de la aludida relevancia se presenta en un asunto en el que se alegan dos derechos lesionados: primero, la vulneración del principio de no discriminación al reclamar la percepción de prestaciones económicas derivadas de la situación de desempleo y, segundo, la desigualdad en la aplicación de la ley, provocada por sentencias contradictorias pronunciadas por el mismo órgano jurisdiccional. En su análisis de la relevancia el TC distingue entre la pretensión principal del recurrente y la accesoria. La principal estaría compuesta por su derecho a percibir la prestación de desempleo que, al ser satisfecha por la Administración en el curso del proceso de amparo, deja sin sentido la accesoria basada en la supuesta vulneración del principio de igualdad ante la ley —provocada por los Tribunales— que no requiere de una subsanación y no precisa, en consecuencia, de un pronunciamiento del TC  (184) , y el proceso de amparo concluye de forma anticipada sin un pronunciamiento de fondo.

Distinto es el caso en el que, tras la satisfacción extraprocesal de la pretensión objeto de amparo, el TC considera el asunto de tal relevancia que emite un pronunciamiento de fondo. Es el caso del derecho al proceso sin dilaciones indebidas, en el que, corregido o subsanado el defecto o tramitada la petición, la lesión provocada por la dilación no se repara. Como apunta GIMENO SENDRA, se trata de un «derecho subjetivo constitucional, de carácter autónomo, aunque instrumental del derecho a la tutela, que asiste a todos los sujetos del Derecho privado que hayan sido parte en un procedimiento judicial y que se dirige frente a los órganos del Poder Judicial, aun cuando en su ejercicio han de estar comprometidos todos los demás poderes del Estado, creando en él la obligación de satisfacer dentro de un plazo razonable las pretensiones y resistencias de las partes o de realizar sin demora la ejecución de las sentencias  (185) ».

Se trata de un derecho que nace como consecuencia de la prohibición non liquet, concebida como el deber de Jueces y Tribunales de resolver, dentro de los plazos previstos en las leyes de enjuiciamiento, los asuntos de que conozcan, de tal forma que, queda descartada la idea de que la reparación pueda realizarse exclusivamente por el mero restablecimiento del derecho a la tutela, mediante la condena por el TC del órgano judicial a la emisión de la resolución cuya tardanza se ha puesto de manifiesto. Resulta obligado que dicho restablecimiento se haga por vía sustitutoria (art. 121 CE), mediante la condena del Estado al pago de la oportuna indemnización al perjudicado  (186) .

Otro ejemplo que ilustra la relevancia constitucional de la cuestión recurrida en amparo se concreta en la demanda interpuesta por quien alega la lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y sin indefensión, tras impedírsele el acceso al proceso laboral debido a la falta de celebración del preceptivo acto de conciliación con la empresa demandada  (187) . Durante la sustanciación del recurso de amparo ante el TC, el demandante de amparo presenta nuevamente la demanda ante la jurisdicción social, precedida esta vez, del acto de conciliación. Este supuesto de hecho, a juicio del TC, no constituye un supuesto ni de satisfacción extraprocesal de la pretensión ni de carencia sobrevenida de objeto, puesto que el objeto del proceso consiste en comprobar si las resoluciones de inadmisión a trámite de la demanda lesionaron el derecho fundamental de acceso a la jurisdicción laboral, que obligó al demandante de amparo a replantear el proceso laboral.

Resulta interesante apreciar que en este caso, el TC admite como plausible una eventual satisfacción extraprocesal de la pretensión de amparo que, sin embargo, no es excusa para no analizar el fondo del asunto y sustenta esta postura en la doble finalidad del amparo, de un lado, la protección en sede constitucional de los derechos fundamentales y libertades a que alude el art. 53.2 CE y, de otro, la defensa objetiva de la Constitución «sirviendo de este modo la acción de amparo a un fin que trasciende de lo singular»  (188) . Este segundo objetivo explica que la relevancia constitucional del amparo desborde el ámbito subjetivo del recurso para analizar la dimensión objetiva del recurso  (189) , consistente, en la trascendencia objetiva que reviste la correcta depuración de los presupuestos procesales del proceso laboral  (190) .

Ahora bien, si la satisfacción extraprocesal no impide que el TC se pronuncie sobre la lesión alegada sí que restringe, sin embargo, los efectos del recurso en cuanto al restablecimiento o reparación del derecho vulnerado. Pues, en este caso, tales efectos se han materializado con la ulterior sustanciación ante el órgano judicial competente de la nueva demanda, de modo que la sentencia de amparo, se limita a reconocer al recurrente el derecho a obtener la tutela judicial efectiva sin indefensión y a declarar la nulidad de las resoluciones de inadmisión.

Finalmente y para concluir con este epígrafe, cabe poner el acento en que la resolución que pone fin al proceso, tras la satisfacción extraprocesal de la pretensión ante el TC, adopta la forma de sentencia y no de auto, a diferencia de lo que sucede en el ordenamiento civil y en el contencioso-administrativo. Esta práctica, ciertamente no uniforme, responde a la redacción del art. 53 LOTC en virtud de la cual son dos los posibles contenidos de la sentencia emitida por el TC: estimatorio de la pretensión o de «otorgamiento de amparo» y desestimatorio o de «denegación de amparo». Esta redacción ha provocado que de forma reiterada el TC aprecie causas que impiden resolver el fondo de asunto como causas de desestimación, como sucede con el hecho sobrevenido que provoca la satisfacción extraprocesal de la pretensión y que, en opinión de GIMENO SENDRA, no resulta exacta pues la falta de un presupuesto procesal —como el de la desaparición del objeto del proceso— no cambia de naturaleza por el hecho de ser evidenciado en la fase de Sentencia  (191) .

2.5.3.2.  En el control constitucional de la legalidad

En esencia, el control normativo ejercido por el TC tutela la correspondencia y adaptación armónica del ordenamiento a nuestra Ley Fundamental. Y en este marco, en los procesos sustanciados ante el TC en los que se cuestiona la constitucionalidad de un precepto o se produce una pugna por la reclamación recíproca de la titularidad de una competencia  (192) , también ha sido invocada la satisfacción extraprocesal de la pretensión cuando un hecho sobrevenido altera la argumentación fáctica de las pretensiones.

El recurso de inconstitucionalidad es un procedimiento abstracto de control de la constitucionalidad de las Leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de ley que puedan infringir la Constitución; mientras que la cuestión o duda de inconstitucionalidad, es un proceso concreto de control de la constitucionalidad que pueden suscitar los Juzgados y Tribunales del Poder Judicial en el curso de un proceso  (193) .

Del análisis de los pronunciamientos del TC se aprecia que la satisfacción extraprocesal es invocada cuando, promovido el recurso de inconstitucionalidad contra una Ley de un Parlamento autonómico, por ejemplo, e iniciada su tramitación, se promulga una Ley que deroga íntegra o parcialmente la ley objeto de discusión ante el Constitucional. Este hecho provoca la finalización del recurso de inconstitucionalidad debido a la desaparición de su objeto y a la constatación de que durante la vigencia de la cuestionada norma no se han producido situaciones que requieren de una declaración de ineficacia  (194) .

Resulta interesante detenerse en el supuesto en el que la satisfacción extraprocesal se lleva a cabo tras la interposición de una cuestión de inconstitucionalidad planteada por un Tribunal. Admitida a trámite la cuestión, suspendido el proceso en el que se debía aplicar la norma cuestionada por el Tribunal y elevada al Constitucional, sucede un hecho que altera el objeto del proceso judicial, y termina afectando también al constitucional. El ejemplo proviene de una cuestión de inconstitucionalidad promovida en el curso de un proceso contencioso-administrativo que termina de manera anticipada debido a la satisfacción extraprocesal de la Administración. En este concreto supuesto, el TC ha de resolver la constitucionalidad de un precepto que sigue en vigor pero sobre el que no puede pronunciarse debido a las especiales características de la cuestión de constitucionalidad, que entraña un interés público y general en depurar el ordenamiento jurídico pero en estrecha relación con un proceso en el que la aplicación de la norma sea necesaria. Como se afirmó anteriormente, en las cuestiones de constitucionalidad promovidas por Jueces y Tribunales el precepto puesto en discusión ha de ser «aplicable al caso», al proceso en el que se suscita la cuestión. A este juicio de necesidad se suma el de relevancia, en virtud del cual tendrá que demostrarse que de la validez del precepto depende el fallo que el Tribunal ha de pronunciar. Y es precisamente este juicio el que se verá afectado por el hecho sobrevenido, pues si cuando se presentó la demanda era posible demostrar que la decisión dependía de la legalidad constitucional del precepto, durante su tramitación se descubre que el proceso ha concluido sin precisar de la aplicación de dicho precepto. Aun cuando el enjuiciamiento de la norma continúe siendo posible, no se trataría de un juicio de constitucionalidad en concreto, sino en abstracto, y por tanto distinto al previsto en el art. 163 CE  (195) , razón por la cual el constitucional concluye de forma anticipada sin un pronunciamiento sobre la constitucionalidad del precepto.

Distinto es el planteamiento de la cuestión en los conflictos de competencia, dirigidos a comprobar si las disposiciones y actos emanados de los distintos poderes del Estado, o de sus poderes normativos y los de las CCAA, se adecuan o no al reparto constitucional de competencia  (196) . Así definidos, pueden identificarse casos de satisfacción extraprocesal en conflictos de competencia que enfrentan al Estado con las Autonomías. En estos conflictos, la desaparición del objeto del proceso puede producirse cuando la parte demandada anula ciertos preceptos o pronuncia otra norma que deroga la primera  (197) , tras lo cual, no sólo desaparece el objeto del proceso sino que también resulta satisfecha la pretensión del actor.

Constituye otro supuesto de desaparición sobrevenida de la disputa competencial el que acontece cuando el TC resuelve un conflicto de competencia previo, que incide sobre un asunto que tiene a las mismas partes en ambos procesos, y en el que se discute sobre una disposición o acto dictado en el ejercicio de la competencia cuya titularidad ha resuelto ya. En este caso, las sentencias del Tribunal que resuelven conflictos de competencia producen efectos vinculantes y se extienden a todas aquellas disputas en que se hubiere planteado una idéntica controversia competencial  (198) .

Asimismo la desaparición de la controversia planteada en un conflicto puede sobrevenir debido a la resolución previa de un recurso de inconstitucionalidad, que resuelve la infracción de la delimitación constitucional de competencias de una ley, de la que, precisamente, sean desarrollo o aplicación las disposiciones o actos impugnados en conflicto por invasión de competencias. En suma, si el recurso de inconstitucionalidad se pronuncia sobre la conformidad de un precepto legal con la distribución constitucional de competencias, esta decisión terminará por afectar la validez de la disposición o acto impugnado en el conflicto o la titularidad del ejercicio de la competencia para dictar las normas de desarrollo o los actos de aplicación por el Estado o Comunidad Autónoma  (199) .

No obstante, debe tenerse presente que el pronunciamiento de un auto en el que se reconoce la satisfacción extraprocesal de la pretensión y la sobrevenida desaparición del objeto del proceso no resultan, en determinados casos, suficientes para concluir el conflicto de competencia y será preciso, en concretos y puntuales asuntos, pronunciar una sentencia que aborde la controversia y se pronuncie por la titularidad de la competencia en cuestión.

Así ha sucedido en determinados asuntos en los que la derogación de la norma objeto de controversia por la parte demandada en el conflicto competencial, no se consideraba suficiente para terminar el conflicto de un modo anticipado. La derogación o anulación del precepto cuestionado no venía acompañada de una declaración de voluntad de las partes en conflicto que revelase la desaparición de la controversia, omisión que evidenciaba la subsistencia del conflicto y la necesidad de un pronunciamiento que constate si se verificó o no la extralimitación de la competencias denunciada. En suma, el TC consideraba que, pese a la derogación, debía pronunciarse sobre la titularidad de una competencia que resultaba aun objeto de controversia  (200) .

2.5.3.3.  Notas sobre su tramitación

Resulta interesante reflexionar en este punto sobre el marco jurídico que puede ser aplicado por el Tribunal Constitucional cuando se invoque la satisfacción extraprocesal de la pretensión en los procesos constitucionales  (201)  puesto que tiene a su disposición dos normas procesales que tratan dicha materia. En primer lugar, el art. 76 LJCA 1998 que regula el supuesto en que la Administración demandada reconoce en vía administrativa las pretensiones del demandante y, en segundo lugar, el art. 22 LEC que contempla la terminación anticipada del proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida del objeto en los procesos civiles.

Una posibilidad es entender que la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa será de aplicación en los conflictos normativos y en el amparo contemplado en el art. 43 LOTC, puesto que el escenario de la controversia es el de la Administración; y que la LEC será la norma que se invoque cuando se trate del amparo regulado en el art. 44 LOTC, cuando la infracción constitucional se produce en el marco de un proceso jurisdiccional en el que se habrá de aplicar supletoriamente la LEC  (202) .

Esta doble regulación, según de quién proceda la lesión del derecho, no guarda sentido cuando se advierte que la LJCA sólo regula un supuesto, cual es el caso en que la Administración realiza un reconocimiento total de las pretensiones del demandante, en el resto de casos —incluso en asuntos en los que se imputa la lesión a la Administración— habrá que aplicar la LEC  (203) .

Otra alternativa es acudir en ambos casos a la LEC cuya regulación no contraviene la específica de la LJCA, de modo que no existiría inconveniente alguno en invocarla en cualesquier proceso sustanciado ante el Tribunal Constitucional. Su aplicación, sin embargo, podría ser objeto de ciertas modulaciones que ajusten la LEC a las particularidades del proceso constitucional pues, como se verá en el tercer capítulo, mientras el art. 22 LEC precisa de la instancia de las partes, en el ámbito del proceso constitucional existen pronunciamientos de terminación anticipada por satisfacción procesal incoados de oficio.

También exigirá ser adaptada a la justicia constitucional la tramitación de la oposición prevista en el art. 22, que contempla la celebración de una vista que difícilmente podría reproducirse ante el TC pues, aunque el art. 52.2 LOTC faculta a la Sala a sustituir el trámite de alegaciones escritas por una vista oral, el Tribunal ha hecho uso de esa facultad en escasos supuestos debido a que, la naturaleza del amparo o de los conflictos de competencia o cuestiones de inconstitucionalidad versan sobre problemas jurídicos que no abonan por la oralidad  (204) .

Con independencia de la conveniencia de aplicar una regulación sobre otra, lo cierto es que el TC ha establecido ciertas reglas en torno a la sustanciación de esta modalidad de terminación anticipada. En ese sentido, y siempre que haya sido invocada por las partes en el proceso constitucional, el TC ha garantizado la contradicción, comunicando al resto de partes del hecho sobrevenido y concediendo un plazo para que formule sus alegaciones  (205) .
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